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Tema: “Caso Santa”
Introducción
El presente trabajo titulado “Caso Santa” tiene como finalidad el estudio y el análisis del derecho a la vida, la integridad personal y la libertad personal, todos ellos, derechos fundamentales reconocidos por los instrumentos internacionales sobre materia de derechos humanos en aplicación a un caso práctico denominado “Caso Santa”, en donde estos derechos son vulnerados por el propio Estado Peruano, cuyo deber contrario sensu sería el de salvaguardar el cumplimiento y respeto de los mismos y a la vez crear conciencia de defensa de sus derechos en la población.
Por el contexto socio político que atravesaba nuestro país, veremos que el caso Santa se desarrolló en un escenario devastador entre (1990-1992)  los años más golpeados por el terrorismo referidos a las guerrillas radicales, prácticamente, se podría decir genocidas de Sendero Luminoso así como el terrorismo de estado aludiendo a los Grupos de Operaciones Especiales creados por el Sistema de Inteligencia del Ejército Peruano como el “Grupo Colina” dirigidos a cometer asesinatos, desapariciones forzosazas, y demás crímenes.
Fundamentalmente el trabajo tiene como objetivo dar a conocer con mayor detalle la manera como acontecieron los hechos y quienes participaron en la desaparición de un grupo de pobladores del Santa, razón por la cual se tratará como segundo punto los motivos y hechos de de esta intervención en el Santa, pueblo antigüo ubicado en el Distrito de Chimbote - Provincia de Ancash; estas personas fueron secuestrados por agentes militares el 02 de mayo de 1992, quienes en horas de la madrugada incursionaron en los asentamientos humanos “La Huaca”, “Javier Heraud” y San Carlos” , allanando viviendas de esos lugares lograron secuestrar a nueve personas a quienes golpeaban brutalmente,  y una vez que los subían a sus camionetas donde se transportaban pintaban con color rojo en sus viviendas lemas alusivos a Sendero Luminoso para no levantar sospechas en la población, posteriormente con las abnegadas investigaciones realizadas por la Comisión de la Verdad y Reconciliación con apoyo de APRODEH y otras instituciones con fines semejantes a la mencionada, es decir inclinadas a la restitución de la dignidad a los familiares de las víctimas y de hacer justicia; gracias al trabajo conjunto se descubriría que este hecho junto con los otros casos altamente conocidos como el de “La Cantuta” y Barrios Altos” era una de las tantas obras execrables del Destacamento Colina; cabe mencionar que estos casos han logrado llegar hasta la Corte Interamericana de Derechos Humanos, producto del esfuerzo de los familiares de las víctimas; seguidamente veremos como tercer punto la acciones realizadas por parte del Poder Judicial y del Ministerio Público; a quienes por cierto se les acusa de inicialmente retrazar las investigaciones para el esclarecimiento de los hechos y dilatar el proceso seguido actualmente a los miembros del Grupo Colina encabezado por el Mayor (EP) Santiago Martín Rivas.

Como es de apreciarse el “Caso Santa” actualmente ha sido acumulado a los otros procesos ya abiertos, por haber sido cometido por los mismos autores y denunciado por los mismos delitos; esto nos permitirá de una manera breve y concisa el conocimiento y manejo de algunos de los derechos humanos a que toda persona no debe ser ajena.
Contexto socio político
Desde mediados de los ochentas el Perú arrastraba la lamentable problemática del terrorismo, en donde tuvo sus inicios, pero fue durante los años 1990 a 1992, que nuestro país fue testigo de varios sucesos trascendentales que iban a marcar nuestra historia tanto a nivel social como político, así tenemos que el 5 de abril del año 1990, el hoy procesado (acusado de cometer delitos de lesa humanidad) ex presidente Alberto Fujimori Fujimori planificó en coordinación con las FFAA un autogolpe de Estado disolviendo el Parlamento, interviniendo a su vez a instituciones del Estado como el Poder Judicial, el Tribunal de Garantías Constitucionales y el Jurado Nacional de Elecciones. El principal argumento esgrimido por Fujimori para sustentar esta drástica medida era la de enfrentar eficientemente la violencia política y reconstruir la gobernabilidad del país. 

Los años subsiguientes, 1991 y 1992, fueron los años de mayores acciones subversivas. En ese contexto para las FFAA, ciertos sectores del Ejecutivo y en especial para el Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), se desprendía la necesidad de actuar con firmeza y sentían que el formato democrático constituía un elemento que perturbaba y atentaba contra la eficacia de las medidas antisubversivas necesarias.
A pesar de las medidas legislativas dictadas por el nuevo gobierno denominado de “Reconstrucción Nacional”, las acciones subversivas no habían parado. El 18 de mayo, SL celebraba en todo el país sus 12 años de "guerra popular", decretando paros armados en Arequipa, Cusco, Junín, Pasco y Puno. 
Un clima de inseguridad se apoderó entonces de Lima. Los reproches y exigencias al gobierno no se dejaron esperar, incluyendo el pedido de pena de muerte para los senderistas. Por el miedo generado aquellos días, un amplio margen de la población "delegó" su confianza en el nuevo poder fujimorista para que éste devuelva la paz y el orden a la sociedad. 
Esta "delegación" coincidiría paradójicamente con el ánimo de venganza y de escarmiento en ciertos sectores de las Fuerzas Armadas, que pensaban que la solución al problema senderista pasaba, exclusiva o principalmente, por el exterminio físico de los subversivos. Como se revelaría años después con la información proporcionada por la Comisión de la Verdad y la Reconciliación, así tenemos que los diferentes casos de desaparición forzada de personas ajenas al terrorismo fueron cuidadosamente planificado y conversado por altos mandos militares, oficiales operativos del Servicio de Inteligencia y miembros del grupo Colina, cada uno de los pasos de la matanza de nueve estudiantes y un profesor en la Universidad Nacional Enrique Guzmán y Valle - La Cantuta, hecho que aconteció 18 de julio de 1992 en el campus de la misma Universidad, 2 días luego de la explosión del coche bomba en la céntrica calle miraflorina de Tarata, asímismo de quince personas en Barrios Altos, entre ellas se encontraba un niño de ocho y tres mujeres , estas personas se participaban de una pollada en una quinta del Jr. Huanta 840, a media cuadra de la 26 Comandancia de Plaza Italia y de los nueve pobladores del Santa, que es el tema motivo del presente trabajo de investigación.

La desaparición de los campesinos del Santa tuvo lugar el dos de mayo de 1992; el Santa es un pueblo antigüo ubicado a diez kilómetros de la ciudad de Chimbote, en la Provincia de Ancash, su principal actividad económica es la agricultura y colateralmente la pesca. 

Entre los años 1990 al 1992 era considerada un área estratégica por lo que, tanto Sendero Luminoso (SL) como el Movimiento Túpac Amaru se disputaron el dominio del lugar.

Al igual que en Lima, en las provincias los dirigentes barriales eran un factor determinante de eliminación para el grupo terrorista Sendero Luminoso (SL), ya que ellos consideraban que estas dirigencias, así como el entorno que las promueve, sean ONGs, partidos o la propia iglesia, eran el "revisionismo" y en tal condición, "sostén del Estado caduco y genocida". Por ello desatan una campaña de eliminación y aniquilamiento selectivo de las principales dirigencias barriales y populares. Un claro ejemplo que la zona de Santa no era ajena a este tipo de atentado terrorista fue el asesinato del párroco Sandro Dordi, ocurrido el 2 de agosto de 1991, dos semanas después del crimen cometido con los padres franciscanos Miguel y Zbigniew en Pariacoto quienes fueron arrastrados fuera de su convento, cargados en la camioneta de la comunidad y, en el centro del pueblo, sometidos a un «proceso» sumario; al presentar claramente los dos sacerdotes la responsabilidad de desarrollar su misión evangelizadora, sólo bastó escuchar ese motivo para que los terroristas obligaran a  emprender camino hacia la montaña y, empujados del vehículo en que los transportaban, se les hizo tumbarse en el camino con las manos atadas y un cartón al cuello que decía: «Así mueren los lames del imperialismo». Fueron fusilados. En el caso de Alessandro Dordi llegó a Santa, proveniente de la Comunidad Misionera Paradiso, aceptó la invitación de Monseñor Luis Bambarén, entonces Obispo de Chimbote, para asumir la extensa parroquia Señor Crucificado de Santa. 
Su carisma por el anuncio del Evangelio se evidenció desde siempre. La Catequesis Familiar fue su prioridad. Promovió muchos cursos y animaba la preparación para los sacramentos en las comunidades del valle. Consiguió donaciones para realizar diversas construcciones pastorales y de servicio social: Centro Promocional de la Mujer en 1983 con el apoyo de Caritas Española y más tarde organizó el Club de Madres para realizar actividades y talleres de manualidades, cursillos de alfabetización, etc. Preocupado por atender a los enfermos construyó y puso en marcha el Botiquín Parroquial que funcionaba gracias a donaciones. También fundó el Centro de Educación Ocupacional “Virgen del Carmen”, capillas, casas parroquiales y centros comunales en diversos poblados de Santa. 

A este hecho se aúna el asesinato de María Elena Moyano Delgado, dirigente vecinal de Villa El Salvador, hoy uno de los Distritos más populosos, quien realizó una labor loable con su capacidad organizativa, de trabajo y protesta contra las violaciones de derechos humanos y su labor a favor de la comunidad,  ella integró los comedores y clubes de madres hasta 1984, participó en el Programa del Vaso de Leche. Fundó FEPOMUVES en 1992, en donde se desempeñó primero como sub secretaria de organización y luego, como presidenta. FEPOMUVES agrupaba a 112 comedores populares con 30 mil comensales diarios y 507 Comités del Vaso de Leche que atendían aproximadamente a 60 mil niños y ancianos.  Fue elegida como Teniente Alcaldesa de Villa El Salvador. En septiembre de 1991, una bomba explotó y destrozó uno de los centros de acopio de la FEPOMUVES, donde la organización almacenaba los alimentos que distribuía a los comedores populares. 
María Elena Moyano responsabilizó a PCP-SL del atentado y esta agrupación negó su responsabilidad, acusándola de haber orquestado el atentado para encubrir el mal uso de los recursos de la organización. promovería la creación de rondas urbanas autónomas de las Fuerzas Armadas y policiales para combatirlo. Fue asesinada 15 de febrero de 1992 por SL al asistir a una invitación del Comité del Vaso de Leche del grupo residencial 23 en el Primer Sector de VES para una pollada bailable con el fin de recaudar fondos para implementos de cocina. Dos de los miembros de SL, un hombre y una mujer, acudieron a la pollada en donde le dispararon en el pecho y la cabeza a María Elena, siendo su cuerpo minutos después dinamitado.
Y así muchos crímenes eran cometidos por este grupo de terror, el siguiente  atentado en Santa luego de los asesinatos de los sacerdotes fue el 01 de mayo de 1992, un día antes de la desaparición de los nueve campesinos en el distrito  del Santa, se produjo una incursión senderista en la localidad de Coishco. En horas de la mañana la carretera Panamericana Norte fue bloqueada y un vehículo de la empresa de transporte “Carolina” fue quemado. 
Así lo relata el testigo Efrén Rebaza Custodio ante la CVR, “A partir de las nueve de la noche empezó el tiroteo y la toma de Coishco, el comando subversivo tomo el túnel... y en el interior habían hecho pintas, embanderamientos... participaron por la dimensión unos 30 subversivos, con armas de largo y corto alcance, hubo varios efectivos de la Marina heridos... cuando huyen un grupo se retira por la parte alta de los cerros de Coishco, y otro se metió por la Huaca”.

· Antes de narrar los hechos de la desaparición de los campesinos en Santa y para una mayor comprensión de la crisis y la época de terror que el país sufrió, como es de apreciarse por el contexto socio político existían principalmente dos grupos terroristas que eran los que dominaban las diferentes zonas de nuestro país, produciendo terror no sólo con la muerte de muchas personas cuya cifra iba de aumento durante los primeros años de los noventa sino también daños materiales con los coche bombas que ya casi se había vuelto costumbre o con la voladura de las torres de alta tensión, lo cual producía el corte de fluído eléctrico en la ciudad; pero cuál era la ideología de estos grupos o en qué se diferenciaban; asemejándose probablemente para los familiares de las víctimas a los actos que realizaba el temido “Grupo Colina”.

Sendero Luminoso Vs. Movimiento Revolucionario Túpac Amaru
El grupo comunista Sendero Luminoso fue fundado a finales de la década de los 1960s por el entonces profesor de filosofía Abimael Guzmán (referido por sus seguidores con el pseudónimo de Presidente Gonzalo). Fue una organización que se separó del Partido Comunista del Perú - Bandera Roja, que a su vez se separó del original Partido Comunista Peruano y que es la una derivación del Partido Socialista del Perú fundado por José Carlos Mariátegui en 1928.

Sendero Luminoso primero estableció una base en la Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga, donde Guzmán enseñaba filosofía. Entre 1973 y 1975, Sendero Luminoso obtuvo el control de los consejos estudiantiles de las universidades del Centro en Huancayo y La Cantuta, y desarrolló una presencia significativa en la Universidad Nacional de Ingeniería y la Universidad Nacional Mayor de San Marcos (la más antigua de América), ambas en Lima. 
Algún tiempo después perdió varias elecciones estudiantiles en las universidades, incluyendo la de San Cristóbal de Huamanga, y Guzmán decidió abandonar las universidades para reconsolidar el partido.

A inicios de 1980, Sendero Luminoso tuvo una serie de encuentros clandestinos en Ayacucho, estos encuentros fueron conocidos como el Segundo Plenario del Comité Central. Se formó un "Directorio Revolucionario" que tenía naturaleza política y militar, y se ordenó a las milicias a trasladarse a áreas estratégicas en las provincias para iniciar la "lucha armada".

Perú llamó a elecciones por primera vez en doce años en 1980, Sendero Luminoso era uno de los pocos grupos izquierdistas que no tomaron parte y, en vez de ello, optaron por iniciar una lucha armada en las provincias norteñas del departamento de Ayacucho. El 17 de mayo de 1980, en la víspera de las elecciones presidenciales, Sendero Luminoso quemó las ánforas y las cédulas de votación en el pueblo ayacuchano de Chuschi. Este fue el primer acto de guerra llevado a cabo por Sendero Luminoso.

A través de los años 1980s, Sendero Luminoso creció tanto en el territorio que controlaba como en el número de militantes que formaban parte de la organización, principalmente en la sierra central.

La credibilidad de Sendero Luminoso se vio acrecentada debido a la tibia respuesta inicial del gobierno peruano contra la insurgencia. Durante un buen tiempo, el gobierno simplemente ignoró a Sendero Luminoso, creyendo que se trataba de un movimiento relativamente inocuo e incluso benigno. 

El Presidente del Perú Fernando Belaúnde Terry, era reticente a ceder autoridad en las Fuerzas Armadas, debido entre otras cosas a que su primer gobierno terminó por medio de un golpe de estado. El resultado de esta medida fue que, para los campesinos de las áreas donde Sendero se encontraba en actividad, el estado apareció como impotente. Durante todo ese tiempo, la encargada de enfrentar a Sendero fue la Policía Nacional del Perú.

El gobierno declaró en Estado de Emergencia todo el departamento de Ayacucho, disponiendo restricciones en los derechos civiles y políticos y otorgando el control a las Fuerzas Armadas.

La Comisión de la Verdad señaló que ello se debió principalmente a la fractura social existente en el país y en el hecho de que, para los militares, ser campesino era sinónimo de ser senderista. Así, tuvieron lugar hechos represivos que asolaron comunidades campesinas enteras.

En diversas ciudades del interior del país, llevó a cabo paros armados durante los cuales los senderistas tomaban el control de la ciudad y se suspendían todas las actividades productivas.

Sendero Luminoso también llevó a cabo atentados contra personas específicas, ya fueran dirigentes sindicales o dirigentes de partidos de izquierda o autoridades estatales.

Para inicios de 1991, Sendero Luminoso presentaba mucha influencia en grandes zonas del país, principalmente en la zona central, aunque no se puede afirmar que ejercía total control sobre dicha zona. Mientras tanto sus militantes ejercían un culto a la personalidad alrededor de Guzmán. Para entonces la ideología de sendero dejó de ser el maoísmo y empezó a referírsele como Marxismo-Maoísmo-Leninismo-Pensamiento Gonzalo).
Ante el inicio de operaciones del Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA), Sendero se enfrentó también a éste y a los grupos campesinos de auto defensa o Rondas Campesinas que se organizaron autónomamente y recibieron ayuda por parte de las fuerzas armadas peruanas.

Sendero Luminoso cuyo nombre oficial dice ser Partido Comunista del Perú, es una organización terrorista peruana de tendencia maoísta. La meta de Sendero Luminoso era reemplazar las instituciones burguesas peruanas con un régimen revolucionario campesino comunista a lo que denominaban la Nueva Democracia. La ideología y las tácticas de Sendero Luminoso han tenido influencia sobre otros grupos insurgentes de corte maoísta como el Partido Comunista de Nepal y otras organizaciones afiliadas al Movimiento Revolucionario Internacional.

Ampliamente condenado por su brutalidad, que incluye violencia aplicada contra los campesinos, dirigentes sindicales, autoridades elegidas popularmente y la población civil en general[] , es considerada una organización terrorista por el gobierno del Perú, además de la Unión Europea[] y Canadá los cuales prohíben proveerle de fondos u otro apoyo financiero. [] Además de esto, Sendero Luminoso está en la lista de organizaciones terroristas extranjeras del Departamento de Estado de los Estados Unidos. El nombre Sendero Luminoso devino de una máxima de José Carlos Mariátegui, fundador del original Partido Comunista del Perú, utilizada en la portada de un periódico editado por esta organización: “El marxismo-leninismo abrirá el sendero luminoso hacia la revolución”.

En 1984, el Movimiento Revolucionario Túpac Amaru (MRTA) inició a su vez una lucha armada contra el Estado y es responsable del 1.5% de las víctimas fatales que fueron reportadas a la CVR.

A diferencia de SL y en forma similar a otras organizaciones armadas latinoamericanas con quienes mantuvo vínculos, el MRTA reivindicaba sus acciones y sus miembros usaban distintivos para diferenciarse de la población civil, se abstuvo de atacar a la población inerme y en algunas coyunturas dio muestras de estar abierto a negociaciones de paz. 

Sin embargo, el MRTA incurrió también en acciones criminales, recurrió a asesinatos, como en el caso del Gral. Enrique López Albújar, a la toma de rehenes y a la práctica sistemática del secuestro, crímenes que violan no sólo la libertad de las personas sino el derecho internacional humanitario que el MRTA afirmaba respetar. Cabe resaltar también que el MRTA asesinó a disidentes de sus propias filas. 

En balance, durante la década de 1980 el discurso y las acciones del MRTA contribuyeron a crear un clima en el cual el uso de la violencia pretendió ser o aparecer como un recurso político legítimo, favoreciendo en última instancia el accionar y expansión de Sendero Luminoso. 

Y en la década de 1990, especialmente a partir de su frustrada toma del Congreso y de la toma de la residencia del embajador japonés en diciembre de 1996, el MRTA favoreció la legitimación de la política contrasubversiva autoritaria y militarizada del gobierno de Alberto Fujimori. 

Motivos de “La desaparición de los campesinos del Santa (1992)” 

En Santa funcionaba una compañía denominada “Molinera San Dionisio”, que estaba ubicada en el fundo “San Dionisio”, en el Km. 2 ½ de la carretera a Huallanca, entre las localidades del Santa y Tambo Real. Esta compañía era de propiedad de la familia Fung y tenía una desmotadora de algodón y piladora de arroz. 

A fines de 1991, se produjo en diversas localidades del distrito del Santa una movilización que fue denominada “marcha campesina” en la que participaron los integrantes de la organización “Campesinos sin Tierra”, quienes protestaban contra los abusos y arbitrariedades cometidas por los dueños de las fábricas, exigiendo a su vez la entrega de una parcela de terreno para todas aquellas personas que no poseían tierras. 

Cuando los manifestantes se desplazaban por inmediaciones de la fábrica “San Dionisio”, se produjo un incidente en el que participó Jaime Fung, hijo del dueño de la fábrica, quien al ver que los campesinos protestaban frente a su propiedad, bajó de su camioneta y, sin mediar razón alguna, apuntó con su arma a uno de los hermanos Noriega Ríos que iba al frente de la marcha. Los campesinos se enfrentaron con piedras y Fung los amenazó diciendo: “Uds. se van joder conmigo porque no saben con quién están”,  tal como lo señala Roberto Barrientos Velásquez,
El 29 de marzo de 1992, a las 8:00 de la noche se produjo un incendio en la compañía “San Dionisio” como consecuencia de un asalto perpetrado por 30 subversivos senderistas, que colocaron explosivos en las oficinas administrativas, quemaron máquinas y unos 50 fardos de algodón desmotado. El empresario Jorge Fung Pineda era amigo de Juan Bosco Hermoza Ríos, hermano del entonces Comandante General del Ejército Nicolás de Bari Hermoza Ríos, a quien habrían solicitado su colaboración. 

De acuerdo a la versión de un colaborador ante la Fiscalía, el empresario Jorge Fung Pineda era amigo de Juan Bosco Hermoza Ríos, hermano del entonces Comandante General del Ejército Nicolás de Bari Hermoza Ríos, a quien habrían  solicitado su colaboración, con la finalidad de darle un escarmiento a los que habrían participado en la marcha día del incidente con uno de los hijos de los dueños, consecuentemente se reunieron el empresario Jorge Fung Pineda, el Mayor E.P.Santiago Martín Rivas, quien a su vez convocó a los jefes de los sub grupos operativos del “Destacamento Colina”: Antonio Sosa Saavedra, Julio Chuqui Aguirre y Pedro Guillermo Suppo Sánchez, además de Capitán E.P. Carlos Pichilingüe Guevara.

Hechos
En Santa con motivo de la festividad del día del trabajador, el 01 de Mayo del año 1992, los pobladores del Asentamiento Humano “La Huaca”, entre ellos trabajadores que se desempeñaban como “vigilantes” de la Empresa SIDER PERU, habían estado libando licor hasta horas de la madrugada en una pequeña bodega, tal como se infiere textualmente de los testimonios presentados ante la Comisión de la Verdad y la Reconciliación (CVR) y fue allí donde llegaron entre cuatro a cinco camionetas cuya descripción era de tipo pick up de doble cabina, dos de color rojo, una blanca y otra verde con circulina como es de uso de la Policía, sin placas de rodaje, y con lunas polarizadas y reflectores. Respecto a los secuestradores de las víctimas se sabe que vestían chompas negras, pantalones verde olivo, se cubrían los rostros con pasamontañas de color negro, excepto uno cuyo rostro estaba descubierto, el cual vestía buzo color celeste turquesa y zapatillas.  En esa primera intervención por el Destacamento Colina las víctimas serían Gilmer Ramiro León Velásquez, Pedro Pablo López Gonzáles, Denis Atilio Castillo Chávez y Pedro Federico Coquis Vásquez, el primero de ellos fue confundido con uno de los vigilantes que se encontraban en la bodega, que por temor a que los encontraran en esas circunstancias creyendo que eran sus supervisores huyeron del lugar, y se inicio la persecución contra ellos, Gilmer se encontraba retornando a su casa en bicicleta, después de haber participado en una festividad por el día del trabajador, al intervenirlo los secuestradores lo golpearon fuertemente y lo obligaron a subir a uno de los vehículos; el segundo de los mencionados Pedro Pablo López se encontraba descansando en la tranquilidad de su hogar en compañía de su familia, hasta que la puerta de su casa es violentada por varios sujetos fuertemente armados, entre ellos una mujer que por el resultado del trabajo realizado por la CVR podemos deducir que se trataba de la única miembro de sexo femenino del Destacamento o Grupo Colina Estela Cárdenas; inmediatamente después de hacer el ingreso al inmueble los secuestradores se dirigen al dormitorio de Pedro Pablo, encontrándolo y propinándolo de golpes en diferentes partes de su cuerpo y obligándolo a tenderse en el suelo y posteriormente a salir de su casa y a subir a uno de los vehículos que se encontraban estacionados, antes de retirarse hicieron pintas en las paredes de su casa con pintura de color rojo , el lema cuya inscripción era:”Muerte a los ladrones del pueblo”, en el caso de Denis Atilio fue intervenido cuando se encontraba en la puerta de su vivienda en compañía de tres amigos identificados como Fernando Medina Cano, Santiago Roque Guardia y Armando Alva Balta, todos ellos fueron testigos de la captura de Pedro López por parte de los secuestradores, motivo por el cual decidieron entrar presurosamente a su respectivo domicilio con la finalidad de ponerse a buen recaudo.
 De repente ingresaron a su vivienda siete personas fuertemente armadas, algunos de ellos los obligaron a la víctima y a sus amigos a ponerse contra la pared, otros de ellos revisaban los ambientes de la casa. En esos instantes hubo un incidente, Flor Rocío Castillo Chávez de 13 años de edad, que padece de retardo mental, salió corriendo hacia la calle llamando a su hermano Denis, y uno de los secuestradores la goleó en el pecho con la culata de la metralleta, este acto obligó a salir a Denis y fue introducido en una camioneta de doble cabina. Uno de sus amigos Fernando Medina salió huyendo por la parte posterior del domicilio, fue seguido por los secuestradores que por equivocación, ingresaron a la casa de Pedro Federico Coquis Vásquez, quien se encontraba durmiendo y sin mediar palabra alguna lo obligaron a subir, no existen testigos directos que pueden detallar la manera en que fue intervenido, sus familiares luego tomaron conocimiento de su desaparición cuando llegaron a su vivienda y encontraron que la puerta había sido derribada, encontrando todas sus pertenencias  en completo desorden.

La segunda intervención que hicieron los investigadores fue en el Asentamiento Humano Javier Heraud, ubicado aproximadamente a cinco minutos de La Huaca. En este lugar se produjo el secuestro de Jesús Manfredo Noriega Ríos y la fallida captura de Timoteo Velásquez; en el caso de Jesús Manfredo lo obligaron a salir para ser arrojado a una de las camionetas y antes de retirarse pintaron su casa con pintura color rojo, con lemas que decían “Viva el presidente Gonzalo PCP”.  Minutos después, hacen su aparición los mismos vehículos en la vivienda que pertenecía a Timoteo Velásquez, quien en esos momentos no se encontraba presente en su domicilio, sólo se encontraba su esposa Lucy Tolentino con sus dos hijos; Timoteo estaba bebiendo algunos tragos en un bar de la Plaza de Armas.

La tercera intervención se produjo en el Pueblo Joven “San Carlos”, donde vivían los hermanos Carlos y Jorge Luis Tarazona More, también los hermanos  Jesús Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez, con sus respectivas familias. Carlos Tarazona More se encontraba en su domicilio en compañía de su esposa y sus menores hijos cuando inesperadamente irrumpieron aproximadamente seis personas, entre ellas una mujer. Carlos Tarazona fue golpeado brutalmente, y la  esposa de la víctima, Margoth Nancy Reyes Sáenz, fue conducida a la habitación donde se encontraban sus menores hijas y fue obligada a recostarse en la cama, inmediatamente una mujer enfocó su rostro con un potente reflector, le apuntó con un arma de largo alcance advirtiéndole que se mantuviera en el lugar bajo la amenaza de dispararle. En estas circunstancias, su hermano Jorge Luis Tarazona More, les hizo frente a los secuestradores saliendo en su defensa, solicitándoles que dejen libre a su hermano puesto que el tenía familia. Finalmente ambos fueron llevados en una camioneta de doble cabina. Los secuestradores sustrajeron de su domicilio dinero en efectivo y antes de emprender la retirada hicieron pintas en las paredes, con lemas alusivos a Sedero Luminoso. 

De la misma manera en el domicilio de la familia Barrientos rompieron la puerta de su casa, al ingresar los secuestradores golpearon con la culata del revólver a Cruz Velásquez León de Barrientos, madre de las víctimas, quien cae desmayada y ensangrentada, al resto de la familia los obligan a colocarse boca abajo sobre el piso, luego de este hecho los hermanos Jesús Roberto y Carlos Alberto, fueron golpeados brutalmente en los genitales y en el estómago mientras eran interrogados por el paradero de su hermano Edwin Barrientos Velásquez, hasta quedar tendidos en un charco de sangre. Por el testimonio de Maribel Barrientos Velásquez , hermana de las víctimas, quien se encontraba también en posición boca abajo, se sabe que en la intervención participó Santiago Martín Rivas, ya que se produjo un incidente, uno de sus sobrinos de 11 años de edad corrió intentando escapar, es allí cuando Maribel pese a la fuerte presión que sentía por el peso de las botas de uno de los secuestradores puedo levantar su rostro y ver claramente la cara de Martín Rivas porque era el único que llevaba la cara descubierta, sin pasamontañas, es más en su testimonio logra describirlo físicamente. 

Antes de abandonar la vivienda de los hermanos Barrientos los secuestrados mandaron a pintar las paredes de la casa, siempre, con esmalte rojo lemas alusivos a Sendero Luminoso. 

Luego de cometer todos estos secuestros los encapuchados se retiraron de los pueblos jóvenes “La Huaca”, “Javier Heraud” y “San Carlos”, pero para no levantar sospechas y para que la población crea que estos actos eran cometidos por los terroristas de Sendero Luminoso hicieron más pintas de color rojo en algunas paredes con temas alusivos a SL. Por testigos de la zona se afirma que los secuestradores lograron identificar a su víctima gracias a la ayuda y colaboración directa de un sub oficial de la PNP en retiro, puesto que él los había acompañado a lo largo de todos los allanamientos y secuestros de las personas antes mencionadas, se trataría de Santos Silvestre Caballero Villanueva, quien se desempeñaba como guardaespaldas del Alcalde del Distrito del Santa que por ese entonces era Eugenio Costa Jara, el mismo que se encontraba ausente el día que ocurrieron los hechos ya que un día antes, el 1° de mayo, había participado en un evento deportivo en la localidad de Cultambo – Pacasmayo y debido al cansancio decidió quedarse en la localidad de Chiclín y el resto de su gente regresó, sin embargo el chofer del Alcalde manifiesta haber observado a los secuestradores. 

La ejecución y entierro de las víctimas
Durante varios años los nueve campesinos secuestrados del distrito del Santa permanecieron en calidad de desaparecidos. Recién después de once años se ha podido establecer, por declaraciones de testigos acogidos al beneficio de la colaboración eficaz, que la misma madrugada del 2 de mayo de 1992 las víctimas fueron ejecutadas y enterradas en un lugar cercano. 
Santiago Martín Rivas, encargó a Carlos Eliseo Pichilingue Guevara que diera muerte a los secuestrados. 

Después de dar la orden, Santiago Enrique Martín Rivas, conjuntamente con Julio Chuqui Aguirre y Gabriel Orlando Vega Navarrete, se dirigieron a Trujillo (departamento de la Libertad), instalándose en casa de un sobrino de Santiago Martín Rivas. En horas de la tarde se trasladan a un restaurante de la zona conocido como “Pato I” o “Pato II” donde, según un testigo, Carlos Eliseo Pichilingue Guevara dio cuenta de la conclusión del operativo a Santiago Martín Rivas.

El Destacamento Colina 
Al grupo Colina se le atribuye las siguientes definiciones: 

· Una red de inteligencia de control directo que emplea personal, instrumentos y otros recursos para objetivos determinados, estructurada para facilitar el control de las operaciones, con el compartimentaje y seguridad necesarios, con un conjunto de agentes organizados en equipos móviles.

· Según el Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (IFCVR), que hace referencia a la documentación que maneja el Juzgado Penal Especial, estamos ante un “destacamento ubicado en la estructura del Ejército en la medida que utilizaba los recursos humanos y logísticos de la Dirección de Inteligencia del Ejército (DINTE), del Servicio de Inteligencia del Ejército (SIE) y del Servicio de Inteligencia Nacional (SIN). Colina se conformó como un grupo excepcional: se trataba de un destacamento de operaciones especiales del SIE, y por lo tanto para su constitución y funcionamiento debía contar con una partida secreta que cubriera los requerimientos de un contingente militar dedicado en exclusividad al trabajo del grupo.
· Se le denomina Destacamento puesto que era oficial porque está dentro de una estructura y reglamento del Ejército Peruano. Se puede decir que el “Grupo  Colina”, como algunos los conocen, no estaba al margen de la Ley, entendiendo que era un grupo paramilitar con apoyo del oficialismo que actuaba por su cuenta y riesgo.
· Estas definiciones lo podemos corroborar con la versión proporcionada por los propios miembros del “Grupo Colina”, quienes en la actualidad están siendo procesados; como: 
· HUGO CORAL GOYCOCHEA - Miembro del grupo colina, sostiene: "El destacamento Colina no era un grupo, como se pretende establecer. Era un destacamento que contaba con logística, presupuesto, personal, automóviles y todo lo que correspondía a un equipo especial del Ejército. Las órdenes venían directamente del comandante general del Ejército, quien no podía ordenar si no había autorización expresa por parte del Poder Ejecutivo. No me puedo arrepentir porque no hice nada ajeno a mis funciones. Mi accionar estaba enmarcado dentro de una política de Estado".
· HÉRCULES GÓMEZ CASANOVA - Miembro del grupo Colina, que afirma: “Los terroristas mataban y no se hacía nada porque faltaba la decisión política, así que el presidente Fujimori la tomó. Del destacamento Colina tenía conocimiento el comandante general del Ejército (Hermoza Ríos) y es él quien daba luz verde para realizar las operaciones. Todo se coordinaba, por eso la policía nunca nos intervenía. El comandante general del Ejército mantenía informado al presidente del accionar del destacamento. Si el presidente no autorizaba, no se hubiera hecho nada".
· Pero por cuántas personas estaba conformado tal Destacamento y quiénes eran sus miembros; son otras de las preguntas que la mayoría de las personas se formulaban anteriormente cuando se supo de su existencia, en principio erróneamente los familiares de las víctimas pensaban que las desapariciones de sus seres queridos eran actos vinculados a los  terroristas. Actualmente sabemos que el “Grupo Colina” estaba conformado por Santiago Martín Rivas, Carlos Pichilingue Guevara, Antonio Prettel Dámaso (fallecido), Jorge Ortiz Mantas, Carlos Luis Caballero Zegarra Ballón, Hugo Coral Goycochea, José Alarcón Gonzáles, Antonio Sosa Saavedra, Ángel Arturo Pino Díaz, Gabriel Vera Navarrete, Rolando Meneses Montes de Oca, Julio Chuqui Aguirre, Wilmer Yarlequé Ordinola, Ángel Sauñi Pomaya, Estela Cárdenas, Hércules Gómez Casanova y Pedro Suppo Sánchez, los mismos que participaron en el secuestro y posterior aniquilamiento de los nueve campesinos del Santa.
Los Grupos de Operaciones Especiales como el Destacamento Colina ya existían en nuestro país, el Estado no sólo mantuvo la estructura existente sino que realizó todo lo necesario para ocultar más su existencia, y favorecer, por tanto, la impunidad de sus acciones, siendo cada vez más utilizados para esas operaciones que no eran otra cosa que asesinatos, desapariciones forzosazas, y demás crímenes que ahora, por fin, comenzamos a juzgar como es debido. El gobierno autoritario de Fujimori permitió hacer y deshacer a su antojo a un ejecutivo que se dedicó a gobernar a punta de decretos y crímenes, aumentando el poder de los militares en detrimento de la ciudadanía, aprovechando el estado de excepción causado por ellos mismos para poder cometer todo tipo de delitos y crear un marco legal que permitiera los mismos.

Así pues el decreto ley 25635, Ley del Sistema de Inteligencia Nacional, aumentó el poder del SIN dentro del Estado (al punto que el jefe del SIN debía aprobar los nombramientos de los jefes de Inteligencia de la Policía y de las Fuerzas Armadas. A la par, se aumenta la utilización de la figura del “secreto” para asuntos administrativos y presupuestales del SIN, lo que permite, a la par, un aumento en la utilización de los Destacamentos ejecutores de los crímenes del Estado. El jefe del SIN, además, se transformó en “ministro” (adquirió ese rango), con dependencia directa del Presidente de la República, Alberto Fujimori en ese entonces.

Hay que tener en cuenta que el Grupo Colina existió desde 1991, cuando se celebró una suerte de ceremonia de inauguración de este nefasto grupo de asesinos a sueldo del Estado. Ahora sabemos que todo el tema del Golpe de Estado de 1992 ya estaba planeado y acordado con las fuerzas de seguridad fieles al estado de Opresión que luego vendría, así que no es raro ver que estos grupos nacieran junto con los planes de Fujimori de hacerse con el poder del Perú, al margen de los peruanos. Y por cierto, la administración estadounidense no sólo conocía la existencia del Destacamento Colina, sino que, por medio del DINTE, otorgaba dinero a este grupo oficial de la Inteligencia Peruana.

Derechos fundamentales reconocidos por los instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos
Los derechos que se vulneran con la desaparición de los nueve campesinos del Santa por el Destacamento Colina, es el derecho a la vida, el derecho a la Integridad Personal y derecho a la Libertad Personal; derechos consagrados y regulados por los instrumentos internacionales sobre Derechos Humanos que a continuación se explicará con mayor detalle.

7.1. DERECHO A LA VIDA:

El reconocimiento del derecho a la vida es esencial e indispensable para que todo ser humano se desenvuelva en la sociedad. Al privarse de ella a alguien se le impide el ejercicio de todos sus demás derechos y libertades. En este sentido, tanto la Asamblea General como la Comisión de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, han expresado su firme convicción de que todos los seres humanos están convencidos que todos los pueblos y todos los seres humanos tienen el derecho inherente a la vida, y de que la salvaguardia de ese derecho primordial es indispensable para la aplicación del conjunto de derechos económicos, sociales y culturales, así como de los derechos civiles y políticos.

La esencia misma del derecho a la vida se encuentra establecida en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, como veremos a continuación, pequeños extractos: 

La Declaración Universal de Derechos Humanos en el Art. 3, señala que: “Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.

En el Art. 1, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre enfatiza: “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.

El Art. 6 Inc. 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDH) sostiene: “El derecho a la vida es inherente a la persona. Este derecho estará protegido por la Ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente”. 

En el Art. 4, Inc. 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos  (CADH)  afirma que: “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la Ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente”.

 En consecuencia, el pleno respeto del derecho a la vida implica la prohibición a cualquier persona, tal como lo regulan los siguientes incisos del PIDH y la CADH ya sea agente, funcionario o autoridad estatal, o particular que actúe bajo las órdenes o con la aquiescencia directa, indirecta o circunstancial de los agentes o autoridades del Estado, de atentar contra ella, por cualquier medio y en cualquier circunstancia, con excepción de la pena de muerte aplicada en estricta concordancia con las normas del derecho internacional de los derechos humanos, del cual nuestro país está al margen pese a que en nuestro Ordenamiento Penal se encuentra regulado no es aplicable por el Pacto de San José de Costa Rica suscrita el 22 de noviembre de 1969, siendo precisamente el Perú uno de los estados parte. El sustento está en el artículo 4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos reconoce el derecho a la vida y restringe la aplicación de la pena de muerte
A partir de ello podemos decir que el derecho a la vida no puede ser concebido en forma restrictiva pese que la persona puede haber participado en la comisión de un hecho considerado grave delito y ello acarree en algunos países la pena de muerte, pues no solo supone que a nadie se le puede privar arbitrariamente de ella, sino que, en una suerte de obligación positiva, exige de los Estados tomar las medidas apropiadas para protegerla y preservarla.

En el caso de la privación arbitraria de la vida, consiste en toda acción arbitraria llevada a cabo por un funcionario público o agente del Estado, en ejercicio de sus funciones o efectuada por terceros con su instigación, consentimiento o aquiescencia, que tenga como finalidad privar de la vida a una persona o aun grupo de personas. Se incluyen tanto las muertes intencionalmente producidas por negligencia o uso desproporcionado o excesivo de la fuerza. Esto aplicando a nuestro caso concreto podríamos identificar como agentes del Estado a los miembros del Destacamento Colina, mas aún altos mandos militares y efectivos policiales que participaron de los horrendos y numerosos crímenes, en los que están en juego el respeto a  varios de los derechos humanos.  

Tal es así que la privación arbitraria de la vida se encuentra estrechamente vinculada con otras graves vulneraciones de los derechos humanos y a menudo va precedida de: la desaparición forzada de personas; la aplicación de tortura o de tratos, penas crueles, inhumanos o degradantes; actos de negligencia o de uso excesivo de la fuerza por la policía, las fuerzas armadas u otras fuerzas estatales o paraestatales; o agresiones cometidas por individuos o grupos que no se hallan bajo control oficial, pero que actúan en colusión o con la conveniencia de la autoridades. 

De otro lado, cuando se habla de violaciones al derecho a la vida deben considerarse tanto las muertes consumadas como las fallidas, es decir, aquellas situaciones que se producen cuando la conducta del Estado atenta contra la vida aunque la muerte de la víctima no se consume.

Con la finalidad de que se proteja a las personas contra las privaciones arbitrarias de la vida, el Comité de Derechos Humanos ha considerado que los Estados deben tomar medidas para evitar y para castigar los actos criminales que entrañen la privación de la vida, así como impedir que sus fuerzas de seguridad maten de forma arbitraria, por lo que la ley debe controlar y limitar estrictamente las circunstancias en que dichas autoridades pueden privar de la vida a una persona.

En el caso de las desapariciones forzadas los instrumentos internacionales la definen de la siguiente manera:

· La Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas de 1992 la considera cuando “... se arreste, devengue o traslade contra su voluntad a las personas, o que éstas resulten privadas de su libertad de alguna forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel, por grupos organizados o por particulares que actúan en nombre del gobierno o con apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, y que luego se niegan a revelar la suerte o paradero de esas personas o a reconocer que están privadas de la libertad, sustrayéndolas así de la protección de la ley”. 

· Al respecto la Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas de 1994 la define con características similares como aquella “privación de la libertad a una o más personas, cualquiera que fuere su forma, cometida por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actúan con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, seguida de la falta de información o de la negativa a reconocer dicha privación de libertad o de informar sobre el paradero de la persona, lo cual impide el ejercicio de los recursos legales y de las garantías procesales pertinentes”.

· Para el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, de la Comisión Derechos Humanos de las Naciones Unidas, estas prácticas no sólo se presentan como una violación del derecho a la vida, sino también como una de las prácticas que violan en mayor o menor grado todos los derechos fundamentales de las personas.

· En similar dirección, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado que las desapariciones forzadas implican una violación múltiple, a la vez que continuada, de numerosos derechos esenciales de la persona humana, de manera especial de los siguientes derechos:

· Derecho a la libertad personal, por cuanto el secuestro de la persona constituye un caso de privación arbitraria de la libertad.

· Derecho a la integridad personal, por cuanto el aislamiento prolongado y la incomunicación coactiva a los que se ve sometida la víctima representan, por sí mismos, formas de tratamiento cruel e inhumano, que constituyen lesiones a la integridad psíquica y moral de la persona.

· Derecho a la vida, por cuanto la práctica de las desapariciones ha implicado con frecuencia la ejecución de los detenidos, en secreto sin fórmula de juicio, seguida del ocultamiento del cadáver con la finalidad de no dejar ningún tipo de huella de la comisión del crimen y de la impunidad de quienes lo cometieron.

En este orden de ideas, un aspecto común en la desaparición forzada es la privación de la libertad de una persona, cometida por agentes del gobierno, uniformados o no, pertenecientes a fuerzas armadas, policiales o paramilitares, con tolerancia o protección de los organismos gubernamentales. Sobre esta materia resulta importante señalar que, de acuerdo a la Declaración, ninguna orden o instrucción de una autoridad pública, sea ésta civil, militar o de otra índole, puede ser invocada para justificar una desaparición forzada, y en consecuencia, toda persona reciba tal orden o tal instrucción tiene el derecho y el deber de no obedecerla.

Otra característica de la desaparición forzada de personas es la negación deliberada y continua, por parte de las autoridades, del confinamiento de la víctima; negativas que no solamente se dan frente a los particulares que indagan por el paradero de un amigo o familiar, sino que consisten frecuentemente en desoír los pedidos de informe solicitados por los jueces, negar el acceso a los magistrados a los establecidos de detención, destacar las resoluciones expedidas en los procesos de habeas corpus, utilizar centros de detención clandestinos etcétera.

Generalmente, el destino último de las víctimas de desapariciones forzadas es la ejecución y el ocultamiento de sus cadáveres, a fin de evitar que se encuentren sus restos, o si esto se da, que no sea posible identificarlo plenamente. A diferencia de las ejecuciones arbitrarias, en donde el Estado sólo está obligado a identificar a los autores y procesarlos por homicidio.

La desaparición señala que todo acto de desaparición forzada será considerada, de conformidad con el derecho penal, delito pasible de penas apropiadas que tengan en cuenta su extrema gravedad.

7.2. DERECHO A LA INTEGRIDAD PERSONAL:

Al igual que el Derecho a la Vida toda persona tiene derecho a mantener y conservar su integridad física, psíquica y moral. La integridad física implica la preservación de los órganos, partes y tejidos del cuerpo humano, y el estado de salud de las personas. Por su parte, la integridad psíquica alude a la preservación de todas las habilidades motrices, emocionales e intelectuales.

Finalmente, la integridad moral alude al derecho de cada ser humano de desarrollar su vida de acuerdo a sus convicciones.

En consecuencia, el respeto de la integridad personal implica que nadie puede ser lesionado o agredido físicamente, ni ser víctima de daños mentales o morales que le impidan conservar su estabilidad psicológica o emocional.

Se trata de un derecho que tiene un carácter fundamental y absoluto. En este sentido se ha pronunciado el Comité de Derechos Humanos, al señalar que la prohibición de someter a una persona a torturas o a cualquier pena o trato cruel, inhumano o degradante no admite limitación alguna.

La protección que a través de distintos instrumentos internacionales ha merecido la integridad personal es muy amplia. A continuación se leerá las transcripciones de algunas de ellas:

· Art. 5 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: “Nadie será sometido a tortura ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”.

· Art. 1 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre: “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”.

· Art. 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: “Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles inhumanos o degradantes. En particular, nadie será sometido sin su libre consentimiento a experimentos médicos o científicos”. 

· Art. 5, Incs. 1, 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: 

1) “Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral”.

2) Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradante. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad inherente al ser humano” 

Además de las disposiciones contempladas en la Declaración Universal de Derechos Humanos, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, el PIDCP y la CADH, existen otros instrumentos que desarrollan de manera particular el contenido y los alcances de este derecho.

7.3. DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL:

La libertad es, como señala Peces Barba, la libertad de hacer lo que se quiera, lo que se traduce en el principio “nadie está obligado a hacer lo que la Ley no manda, ni impedido de hacer lo que ella no prohíbe” (Lo que se conoce como Principio de Legalidad en el mundo del derecho).
La libertad es entendida hoy en día como un derecho humano fundamental y al mismo tiempo es tano “una condición que permite alcanzar a cada individuo los objetivos y fines morales que persiga y que son la expresión de la dignidad humana”, como el fundamento de los demás derechos humanos. La libertad puede ser vista desde diversos aspectos: social, político, jurídico, psicológico, moral. Etc. Sin embargo, la libertad personal analizada en este acápite referida a la libertad física.
Los instrumentos Internacionales en materia de Derechos Humanos lo regulan de la manera siguiente:
- Art. 3, 9 y 11. 2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos.
- Art. 9, 11, 14.6 y 15 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.
- Art. 1 y 25 de la Declaración Americana de los Derechos Civiles y Políticos.
- Art. 7, 9 y 10 de la Convención Americana sobre Derechos y Deberes del Hombre.

- Art. 2 y 11 de la Convención Interamericana sobre desaparición forzada de personas.
- Art. 2 (inc. 24) de la Constitución Política del Perú de 1993.
Actuación del Poder Judicial - Comisión de Justicia de Chimbote
La actuación inmediata de los familiares de las víctimas, quienes se encontraban desesperados por saber el paradero de éstos últimos que habían sido detenidos sin explicación alguna e injustamente golpeados acudieron al puesto policial ubicado en la Plaza de Armas, a escasas dos cuadras del lugar donde se produjo los hechos, no obteniendo respuesta por parte de ellos negándose a recibir la denuncia. Habiendo agotado toda posibilidad de sentar la denuncia en la dependencia policial del Santa, un grupo de familiares decidió ir a Chimbote para insistir en su denuncia, pero en el túnel de “Coishco” personal de la Marina de Guerra del Perú les impidió el paso, razón por la cual sospechan que estos efectivos trataban de cubrir la retirada de los secuestradores. En horas de la mañana del 02 de mayo de 1992, los familiares se apersonaron a la Base Naval de Chimbote, donde nuevamente les fue negada toda respuesta. Al tercer día de ocurridos los hechos los familiares de los nueve desaparecidos se presentaron ante la Comisión de Justicia Social de la Diócesis de Chimbote, iniciándose de esta manera las respectivas coordinaciones con la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos y la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH), quienes brindaron importante apoyo en materia legal y humanitaria.

Asímismo los familiares de las víctimas interpusieron un recurso de Hábeas Corpus, ante el Primer Juzgado de Instrucción del Santa. La juez instructor de turno en ese tiempo, Dra. María Luisa Kuo Ying, se constituyó en horas de la tarde a la Base Naval de Chimbote y pudo constatar que no se encontraba ninguno de los detenidos.

El capitán de Fragata AP Mario Salmón Villarán le manifestó que el personal de la Marina no es la encargada de hacer los allanamientos de domicilio sino la Policía Nacional. La Marina sólo se encargaba de dar seguridad física.
Posteriormente la Jueza se apersonó a la Delegación de la Policía de la Provincia de Chimbote, con la finalidad de llevar a cabo la respectiva diligencia, siendo informada que en esos momentos no se encontraba presente el Jefe Provincial, Comandante PNP Manuel Aybar Marca. Pese a ello la Juez hizo su ingreso los calabozos para constatar si los desaparecidos se encontraban allí en calidad de detenidos. Sorprendentemente no halló a ninguno de los desaparecidos, razón por la cual declara el Hábeas Corpus improcedente.
Asociación pro Derechos Humanos
APRODEH es una asociación civil sin fines de lucro, conformado por grupo de personas comprometidas con la lucha por la plena vigencia de los Derechos Humanos en el Perú. Surgió en 1983 como una iniciativa de apoyo al trabajo parlamentario, ante la necesidad de dar respuesta a la creciente violación de los Derechos Humanos.  Su labor de denuncia de las violaciones, en defensa de las víctimas, así como su rol en el terreno de discutir y proponer alternativas frente a la violencia, le permitió ganar reconocimiento entre diversos sectores de la población y la opinión pública nacional e internacional.

Actuación del Ministerio Público 
El 02 de mayo de 1992, la Segunda Fiscalía Provincial del Santa, a cargo del Dr. Juan Cesar Farro Sobero, inició investigación por delito contra la libertad personal, violación de domicilio, abuso de autoridad y terrorismo en agravio de Jesús Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez, Carlos y Jorge Tarazona More, Denis Castillo Chávez, Gilmer León Velásquez y Pedro López González. Los representantes de las familias Noriega y Barrientos presentaron denuncia contra el Jefe de la Sub Región de la PNP, Oficiales Superiores, Comandante de la Base Naval y los que resulten responsables por delito contra la libertad personal, violación de domicilio, abuso de autoridad y terrorismo, quedando registrada con el número 253 – 92.

Asimismo, los familiares presentaron a dos testigos, quienes señalaron haber tenido conocimiento que el Mayor PNP Percy del Carpio Tello y el Sub Oficial Técnico 3ra., Juan Andrés Molina Castro, conocían de una “lista” con nombres de varias personas, entre ellas las víctimas que iban a ser secuestradas.

Estos testimonios no fueron valorados por el Fiscal Provincial, Julio Cesar Farro Soberón, el cual sin explicar por qué carecen de sustento, con fechas 18 de agosto y 06 de noviembre de 1992 resolvió repetidamente, “Que por ahora, no procede formalizar denuncia contra el Jefe de la Sub Región de la PNP de Chimbote, y el Comandante de la Base Naval de la Marina de Guerra del Perú, por delito contra la libertad personal, violación de domicilio, abuso de autoridad y terrorismo”. El indicado Fiscal dispuso que el expediente se “eleve en consulta” al Fiscal Superior Decano del distrito judicial de Ancash. En ambas oportunidades, la Fiscalía Superior declaró INSUBSISTENTE (sin efecto legal) la resolución expedida por la segunda Fiscalía Provincial Mixta del Santa.

Con fecha 31 de agosto de 1995, la Cuarta Fiscalía Provincial Mixta del Santa resolvió archivar definitivamente la investigación con respecto a la desaparición de los nueve campesinos del distrito del Santa, con fundamento en las leyes de amnistía Nº 26479 y 26492 y en esta oportunidad señaló que: “(...)de las pruebas acopiadas, se ha llegado a determinar que los presuntos autores de tal acto delictivo serían Militares y Miembros de la Policía Nacional del Perú”, a razón de la ley decretada, la misma que otorga amnistía a los Militares, Policías (...) que hayan incurrido en actos como el presente caso.... por lo que resulta contraproducente continuar con la presente investigación”. El 7 de noviembre de 1995 el Fiscal Superior de la Fiscalía Superior Mixta de Santa, resolvió aprobar la consulta disponiendo el Archivo Definitivo de la denuncia, pretendiendo dejar en la impunidad este caso.

  Con fecha 25 de octubre del 2000 la Secretaria Ejecutiva de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos presentó una denuncia penal contra Vladimiro Montesinos Torres, los Generales EP (r) Julio Salazar Monroe y Nicolás de Bari Hermosa Ríos, el Mayor Ing. EP (r) Santiago Enrique Martín Rivas y otros, por delitos contra la Humanidad, Desaparición Forzada, Contra la Vida el Cuerpo y la Salud -Homicidio y Lesiones- y Contra la Libertad Individual – Secuestro-, en torno al caso denominado “Matanza de Barrios Altos”. Posteriormente, amplió su denuncia añadiendo el caso denominado “Secuestro y Desaparición de los Pobladores de los Asentamientos Humanos “La Huaca”, “Javier Heraud” y “San Carlos” en el distrito del Santa.

El 14 de noviembre de 2000 se crearon las Fiscalías Provinciales Especializadas, con la finalidad que se avoquen “al conocimiento de todas las investigaciones y procesos que se encuentren en trámite y los que se inicien contra el ciudadano peruano Vladimiro Montesinos Torres” y se designó un Fiscal para avocarse al conocimiento de los delitos.

La Fiscalía Provincial Especializada dispuso se amplíen las investigaciones por medio de la División de Investigaciones Especiales de la DIRCOTE.

Con fecha 03 de enero del 2003 la Fiscal Provincial Dra. Ana Cecilia Magallanes Cortés, en virtud lo establecido en el Pacto Internacional de Derechos Civiles Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en la sentencia del 14 de marzo del 2002, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que declaró que las Leyes de Amnistía N° 26479 y N° 26792, eran incompatibles con la Convención Americana sobre Derechos Humanos y que las mismas carecían de efectos jurídicos, resolvió formalizar denuncia penal. 

El 14 de febrero del  2003, el Segundo Juzgado Penal Especial, expidió el auto apertorio de instrucción, iniciándose el respectivo proceso penal.

El 11 de marzo del 2003, la Comisión de la Verdad y Reconciliación solicitó al Segundo Juzgado Penal Especial facilidades para acceder a la lectura del expediente, pero con Resolución 20 de marzo del 2003 el referido juzgado declaró improcedente lo solicitado. 

El caso ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

Con fecha 11 de mayo de 1992, la Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH), en representación de Hipólito López González y Alejandro Castillo Vega, presentó una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, denunciando que la República del Perú, violó los derechos humanos de Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto Barrientos Velásquez, Carlos Alberto Barrientos Velásquez, Carlos Martín Tarazona More y Jorge Luis Tarazona More, al ser detenidos por efectivos policiales y miembros de la Marina de Guerra del Perú, para luego desaparecerlos. La Comisión abrió el caso el 6 de julio de 1992. El Estado respondió el 21 de diciembre de 1992. El 26 de mayo de 1999 la Comisión se puso a disposición de ambas partes para llegar una solución amistosa. El 26 de julio de 1999, el Estado señaló que no estimaba conveniente iniciar un procedimiento de solución amistosa. Sin embargo, este caso se encuentra formando parte de los recomendados por la Comisión para que el Estado Peruano investigue y juzgue a los autores de estos hechos.

CRONOLOGÍA DEL PROCESO PENAL CONTRA INTEGRANTES DEL GRUPO COLINA:

El 26 noviembre de 1993, el presidente Alberto Fujimori revela por primera vez que se encontraba detenido el mayor Santiago Martín Rivas por el crimen de La Cantuta. Los demás nombres permanecen en reserva.

El 13 de junio de 1995 once meses después de ser sentenciados, el Congreso de la República aprueba una Ley de Amnistía que permitió que todos los oficiales y subalternos arriba mencionados salieran en libertad.

El 15 de junio de 1995 se aprueba la ley de amnistía justo cuando la jueza Antonia Saquicuray trataba de llevar a tribunales a los responsables del operativo de los Barrios Altos. El grupo "Colina" recibió el perdón. La Fiscal de la Nación cierra el caso e indica que si la jueza Saquicuray Sánchez intenta reabrir el caso estaría incurriendo en prevaricato.

El 21 de julio de 1995 la Undécima Sala Penal de la Corte Superior resuelve que la Ley de Amnistía es constitucional y dispone la anulación inmediata de los antecedentes judiciales contra los militares beneficiados por esa ley. 

El 05 de agosto de 1995 el presidente de la Corte Suprema, Moisés Pantoja Rodulfo, señala que el Poder Judicial acatará la Ley de Amnistía y que la juez Antonia Saquicuray debió aplicar la Ley de Amnistía en favor de los militares implicados en los asesinatos. 

El 20 de marzo de 2001, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) emite sentencia en el Caso Barrios Altos. Señaló que el Perú violó varios derechos consignados en la Convención americana y declara que las leyes peruanas de amnistía 26479 y 26492 eran incompatibles con la convención y, en consecuencia, “carecerán de efectos jurídicos”.

El 29 de marzo de 2001, la Corte Superior anuncia la unificación de una investigación preliminar del Ministerio Público y un juicio pendiente por el Caso Barrios Altos, para que no existan dos procesos paralelos bajo idénticos cargos y con los mismos encausados, por una cuestión de economía procesal.

El 06 de abril de 2001, la Juez Victoria Sánchez Espinoza ordena la libertad del ex Jefe del desactivado Servicio de Inteligencia Nacional (SIN), general EP (r) Julio Salzar Monroe, investigado por el caso Barrios Altos.

La fiscalía especializada en delitos contra derechos humanos denuncia a veintidós integrantes del denominado Grupo Colina por la matanza de Barrios Altos.

El 14 de Abril de 2001, la Policía Judicial detiene al suboficial EP Gabriel Vera Navarrete, a quien se sindica como integrante del grupo Colina.

El 24 de julio de 2001, Shirley Rojas Castro y César Héctor Alvarado Salinas, acusados de haber integrado al Grupo Colina, son recluidos en el penal de Chorrillos y en el Establecimiento Penitenciario para Procesados Primarios (antes San Jorge) respectivamente.

El 05 de setiembre de 2001, el entonces ministro de Justicia del Perú, Fernando Olivera, pone en conocimiento de la Fiscalía de la Nación la resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la que se considera inadmisibles las leyes de amnistía 26479 y 26492.

El 12 de setiembre de 2001, la Sala Penal de la Corte Suprema entrega al Quinto Juzgado Anticorrupción un expediente derivado de una competencia a raíz del juicio abierto en este expediente derivado de una contienda de competencia a raíz del juicio abierto en este último despacho por el Caso Barrios Altos. Hace unos años, el máximo tribunal de justicia dispuso que dicho proceso pasara a manos del fuero castrense. 

El 18 de noviembre de 2002, Martin Rivas, mayor en retiro y ex jefe del grupo Colina, es capturado por la Policía Nacional en San Miguel. Luego de 9 días, es trasladado al penal de máxima seguridad Miguel Castro Castro por negarse a responder ayer a las preguntas de la jueza Sánchez sobre el caso Barrios Altos. 

El 01 de octubre de 2004, la Embajada del Perú informa en Washington que se ha solicitado a Estados Unidos la extradición de Wilmer Yarlequé Ordinola, quien está acusado de participar en la matanza de Barrios Altos, como integrante del grupo Colina. 

El 05 de enero de 2005 la Sala Penal Especial A, que preside la vocal Inés Villa Bonilla, decide acumular los procesos que se le sigue a los integrantes del grupo Colina y a toda la cadena de mando de este grupo paramilitar. 

El 25 de enero de 2005, Siete ex integrantes del grupo Colina piden ser juzgados bajo arresto beneficio que fue concedido anteriormente al comandante EP (r) Fernando Rodríguez Zabalbescoa y al técnico EP (r) Nelson Carbajal. 

El 12 de Mayo de 2005, el fiscal anticorrupción, Pablo Sánchez, solicita 35 años de prisión para cada uno de los integrantes del grupo Colina y los involucrados en las matanzas ocurridas entre 1991 y 1992 en Barrios Altos, La Cantuta, El Santa y en agravio del periodista Pedro Yauri.

El 06 de agosto de 2005 la Sala Penal Anticorrupción A, presidida por Inés Villa Bonilla, inicia el megajuicio público contra Vladimiro Montesinos y otros 56 acusados por el secuestro, asesinato y la desaparición de 35 personas.

El 20 de junio de 2006, Orlando Vera, ex integrante del grupo Colina, responsabiliza a Santiago Martin Rivas y Carlos Pichilingüe de ser los autores intelectuales de las matanzas de Barrios Altos, El Santa y de la desaparición del periodista Pedro Yauri.

Actualmente se continúa el juicio a los integrantes del Grupo Colina, algunos de ellos se han acogido a la confesión sincera. 

El 08 de noviembre de 2007, el ex presidente de la comisión de alto nivel para las reparaciones de las víctimas de la matanza de Barrios Altos, Javier Ciurlizza Contreras, será denunciado ante la Fiscalía por supuestamente haber otorgado una indemnización de manera irregular. Se habría pagado a uno de los hijos de la víctima Octavio Huamanyauri Nolasco, sin considerar al resto de los hermanos.

La Comisión de la verdad y la reconciliación en el Perú (CVR)
El Gobierno Transitorio presidido por el Dr. Valentín Paniagua creó la Comisión de la Verdad el 4 de junio del 2001 mediante Decreto Supremo N° 065-2001-PCM, la misma que fue ratificada y complementada por el Dr. Alejandro Toledo el 4 de septiembre del mismo año, denominándose finalmente Comisión de la Verdad y Reconciliación (Decreto Supremo Nº 101-2001-PCM)

La Comisión de la Verdad y Reconciliación se crea como la instancia encargada de esclarecer el proceso, los hechos ocurridos y las responsabilidades correspondientes, no sólo de quienes los ejecutaron sino también de quienes los ordenaron o toleraron, y a su vez proponer iniciativas que afirmen la paz y la reconciliación entre todos los peruanos.

Es importante notar que esta búsqueda de la verdad y deslinde de responsabilidades incluye tanto a las organizaciones terroristas como a los agentes del Estado. El período de investigación que trabajará la Comisión de la Verdad y Reconciliación de acuerdo a su mandato, es desde mayo del año 1980 a noviembre del año 2000. Ello implica que no investigarán hechos ocurridos antes o después de dichas fechas. 

La CVR estuvo integrada por Dr. Salomón Lerner Febres – 
Doctor en Filosofía y rector de la Pontificia Universidad Católica del Perú. (Presidente); Dra. Beatriz Alva Hart - Abogada, ex Congresista de la República; Dr. Rolando Ames Cobián - Sociólogo, investigador y analista político; Monseñor José Antúnez de Mayolo - Sacerdote salesiano, ex administrador Apostólico de la Arquidiócesis de Ayacucho; Tnte. Gral. FAP (r) Luis Arias Grazziani - Experto en temas de seguridad nacional; Dr. Enrique Bernales Ballesteros - Doctor en Derecho, constitucionalista, Director Ejecutivo de la Comisión Andina de Juristas; Dr. Carlos Iván Degregori Caso - Antropólogo, profesor de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos, miembro del Instituto de Estudios Peruanos; Padre Gastón Garatea Yori - Sacerdote de los Sagrados Corazones y Presidente de la Mesa de Concertación de Lucha contra la Pobreza; Pastor Humberto Lay Sun - Arquitecto, líder de las Asambleas de Dios, denominación evangélica del Concilio Nacional Evangélico CONEP; Sra. Sofía Macher Batanero - Socióloga, ex Secretaria Ejecutiva 
de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos; Ing. Alberto Morote Sánchez Ex Rector de la Universidad San Cristóbal de Huamanga; Ing. Carlos Tapia García  - Investigador y analista político.
Ex Rector de la Universidad San Cristóbal de Huamanga; Ing. Carlos Tapia García Investigador y analista político.

El 28 de agosto del 2003, la Comisión de la Verdad entregó su Informe Final al ex Presidente de la República Alejandro Toledo Manrriqur durante el período de su gobierno.

El informe de la Comisión de la Verdad y Reconciliación (CVR) es el documento más importante y trascendente de la historia del Perú sobre el conflicto armado interno padecido en las últimas dos décadas de siglo pasado. 

Conclusiones
· El “Caso Santa” constituye un claro ejemplo de un caso de violación a los derechos humanos reconocidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros, ya que se atenta contra el derecho a la vida, integridad personal y libertad personal.

· La desaparición de los nueve pobladores del Santa al parecer fue producto de una venganza personal de parte del empresario Fung, dueño de la Molinera San Dionisio a sus trabajadores con ayuda del Destacamento Colina gracias a la relación de amistad que mantenía con Juan Bosco Hermoza Ríos, hermano del entonces Comandante General del Ejército Peruano Nicolás de Bari Hermoza que era el que daba órdenes y tenía conocimiento de la creación de los Grupos de Operaciones Especiales como el Destacamento Colina (Grupo de Aniquilamiento).

· Se ha podido comprobar que el Ministerio Público cuya institución se hace llamar defensora de la legalidad no actuó diligentemente con las investigaciones concernientes a esclarecer los hechos ni abrir proceso en contra de los militares denunciados y otros posibles implicados que en proceso de contienda de competencia con el Fuero Militar que no fue otro pretexto para dilatar las indagaciones decidió aplicar la Ley de Amnistía que favorecía y daba luz verde a la liberación de los policías y militares denunciados. 
· La Comisión de la Verdad y Reconciliación, APRODEH, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de los Derechos Humanos, fueron los principales impulsores del esclarecimiento de la verdad respecto a las matanzas y eso se puede ilustrar mucho mejor con el Informe que presente la CVR al Ejecutivo, al ex – presidente Alejandro Toledo.
· La privación arbitraria de la vida se encuentra estrechamente vinculada con otras graves vulneraciones de los derechos humanos y a menudo va precedida de: la desaparición forzada de personas; la aplicación de tortura o de tratos, penas crueles, inhumanos o degradantes; actos de negligencia o de uso excesivo de la fuerza por la policía, las fuerzas armadas u otras fuerzas estatales o paraestatales; o agresiones cometidas por individuos o grupos que no se hallan bajo control oficial, pero que actúan en colusión o con la conveniencia de la autoridades.
Recomendaciones
El respeto a los derechos humanos es un tema fundamental en materia de derecho, especialmente en el campo de derecho Constitucional. La búsqueda del reconocimiento de ellos ha llevado, al hombre, ha luchar a lo largo de la historia para que exista organismos encargados de velar el cumplimiento  y respeto por toda la población, en general empezando del gobierno. Incluso podemos afirmar, que su búsqueda ha sido y es un tema perenne para la humanidad, motivo de inspiración, desde la antigüedad siendo el primer paso la promulgación de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, hecho que aconteció en la etapa final de la Revolución Francesa, este suceso se ha convertido en un hito que sentó base para crear conciencia a las futuras generaciones que somos nosotros que en pleno siglo XXI no se deben cometer abusos y violaciones contra los derechos humanos consagrados y reconocidos mundialmente, atribuidos al hombre y considerados la vulneración de estos delitos de lesa humanidad; por todos los puntos de vista antes expuestos me parece que el “Caso Santa” viene hacer un claro ejemplo real por ende de gran utilidad en el sentido que, a partir de un caso práctico podemos identificar instituciones y estudiar el seguimiento de los casos a nivel de instancia tanto de la Comisión como de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, esto además nos sirve para estar actualizados en lo referente al acontecer político y social que vive nuestro país y al enriquecimiento de nuestro bagaje cultural, nosotros como abogados que debemos estar informados de estos temas de la realidad nacional no sólo porque creamos nuestra posición sino porque algunos casos sirve de jurisprudencia que en el ejercicio profesional podemos aplicarlos a otros casos similares.
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I.
RESUMEN  
1.                 Mediante petición presentada a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”) por la organización no gubernamental Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) el 11 de mayo de 1992,  y firmada también por los señores Hipólito López González y Alejandro Castillo Vega, se denunció que la República del Perú (en adelante “Perú”, “el Estado” o “el Estado peruano”) violó los derechos humanos de los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto Barrientos Velásquez, Carlos Alberto Barrientos Velásquez, Carlos Martín Tarazona More y Jorge Luis Tarazona More al detenerlos el 2 de mayo de 1992 por medio de efectivos policiales y de la Marina de Guerra del Perú, y luego desaparecerlos.  El Estado alega que los señores López González, Castillo Chávez, León Velásquez, Noriega Ríos, Barrientos Velásquez y Tarazona More no fueron detenidos por fuerzas policiales o militares.  La Comisión concluye que Perú violó en perjuicio de las mencionadas personas los derechos consagrados en los artículos 7, 5, 4, 3, y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en concordancia con lo establecido en su artículo 1(1), y efectúa las recomendaciones pertinentes al Estado peruano.  
II.                 TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN  
2.                 El 6 de julio de 1992, la Comisión abrió el caso, transmitió las partes pertinentes de la denuncia al Estado peruano y le pidió información dentro de un plazo de 90 días.  El Estado respondió el 21 de septiembre de 1992. El peticionario presentó observaciones a la respuesta del Estado el 25 de enero de 1993. Ambas partes presentaron información adicional en diversas oportunidades.  En fecha 26 de mayo de 1999 se solicitó a ambas partes que actualizaran a la Comisión la información sobre el caso y se les manifestó que la Comisión se ponía a su disposición para tratar de llegar a una solución amistosa del asunto.  El Estado, en fecha 26 de julio de 1999, manifestó, entre otras consideraciones, que no estimaba conveniente iniciar un procedimiento de solución amistosa. En consecuencia, la Comisión dio por agotada la posibilidad de llegar a una solución amistosa.  
III.
POSICIONES DE LAS PARTES  
A.                El peticionario
  
3.                 Señala que en fecha 2 de mayo de 1992, aproximadamente a la 1:30 a.m., miembros de la Policía Nacional y de la Marina de Guerra del Perú incursionaron en los Asentamientos Humanos “La Huaca”, “Javier Heraud”, y “San Carlos”, ubicados en el Distrito y Provincia de Santa, del Departamento de Ancash. Indica que dichas personas, que se transportaban en cuatro camionetas sin placa, tipo pick up, vestían “chompas” (suéteres) negras, pantalones verde olivo y botas, y estaban armadas con ametralladoras. Agrega que  los mencionados individuos allanaron las viviendas de diversos pobladores.   
4.                 Refiere que los mencionados individuos armados entraron violentamente en el domicilio del señor Pedro Pablo López González, quien se encontraba domiciliado en el referido Asentamiento Humano “La Huaca”, y que tanto a él como a su señora esposa los obligaron a acostarse en el piso. Agregan que seguidamente el señor López González fue amarrado y sacado de su vivienda, descalzo y en ropa interior.  
5.                 Indica que el señor Denis Atilio Castillo Chávez se encontraba en su casa de habitación, ubicada también en el mencionado Asentamiento Humano “La Huaca”. Señala que los mencionados elementos ingresaron al domicilio del señor Castillo Chávez y golpearon a su hermana, una niña de trece años que sufría retardo mental. Refiere que el señor Castillo Chávez salió en defensa de su hermana, y en ese momento fue detenido por dichas personas y sacado de su domicilio.  
6.                 Refiere que el señor Gilmer Ramiro León Velásquez fue detenido en el Asentamiento Humano “La Huaca” cuando regresaba a su domicilio en su bicicleta. Indica que los señalados individuos armados lo bajaron de la bicicleta, lo arrojaron al piso, lo golpearon y lo montaron en una de las camionetas.  
7.                 Sostiene que los mencionados hombres armados ingresaron violentamente a la casa del señor Jesús Manfredo Noriega Ríos, ubicada en el Asentamiento Humano “Javier Heraud”, e impidieron a su señora esposa y a sus hijos tanto salir de las habitaciones como encender las luces. Seguidamente los elementos pintaron en la fachada de la casa consignas que decían, por ejemplo, “Viva la lucha armada” y “PCP”, y luego se retiraron, llevándose consigo al señor Noriega Ríos.  
8.                 Alega que los referidos sujetos armados ingresaron al domicilio de los hermanos Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez, ubicado en el Asentamiento Humano “San Carlos”, y arrojaron al piso a ellos, a su señora madre y a la hermana de éstos. Después de revisar la casa y de preguntar por otro hermano de los señores Barrientos Velásquez, de nombre Edwin, los sujetos se retiraron y se llevaron consigo a los aludidos hermanos Roberto y Carlos Alberto. Antes de retirarse los mencionados sujetos hicieron pintas en la fachada de la casa que decían “Viva la lucha armada”, “PCP”, y otras manifestaciones.   

9.                 Señala que aproximadamente 15 de los individuos armados ingresaron violentamente a la casa de los hermanos Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More, también ubicada en el Asentamiento Humano “San Carlos”, y procedieron a llevárselos, en presencia de sus familiares. Previamente, dichas personas se apropiaron de dinero, documentos y otros bienes, y efectuaron pintas en la fachada de la casa, similares a las mencionadas en el párrafo anterior.  
10.             Refiere que familiares de las víctimas que se dirigieron a la ciudad de Chimbote vieron a la altura del túnel denominado “Coishco” a personal de la Marina de Guerra del Perú, que se encontraba custodiando el lugar, aparentemente para resguardar la salida de los individuos armados que efectuaron las detenciones. 

11.             Indica que tanto la Policía Nacional como la Marina de Guerra del Perú negaron haber efectuado las detenciones, y que no obstante haber acudido ante la Fiscalía del Ministerio Público y ante autoridades del Poder Judicial, tales gestiones no ofrecieron ningún resultado respecto a la ubicación de las mencionadas personas. Acompaña el testimonio de los siguientes testigos que presenciaron los hechos: señora Maximina González Méndez, señora Paula Peregrina Flores de Dionicio, señora Cruz Velásquez León de Barrientos, señora Hormecinda Velásquez viuda de León, señora Agustina Moreno Estrada, señora Margot Nancy Reyes Sáenz, señor Alejandro Castillo Vega y señor Germán Domingo Quispe Moreno.    
12.             Señala que en una denuncia interpuesta ante la Fiscalía del Ministerio Público los familiares de las personas detenidas manifestaron que el Mayor PNP Percy del Carpio y el agente policial Juan Molina Castro tenían conocimiento de la existencia de una lista de personas, entre ellas las víctimas, que iban a ser secuestradas. Agregan que la Policía Nacional se negó a recibir la denuncia sobre los referidos hechos.  
13.             Refieren que como consecuencia de las denuncias que efectuaron, algunos de los familiares de las personas desaparecidas fueron señalados por la Policía Nacional de Chimbote como involucrados en actividades de terrorismo, como por ejemplo Maribel y Edwin Barrientos Velásquez, hermanos de Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez; y Nancy Margot Reyes Sáenz, esposa de Carlos Tarazona More.
    
14.             El 12 de noviembre de 1998 el peticionario refirió que el 31 de agosto de 1995 la Cuarta Fiscalía provincial Mixta de Lima resolvió archivar definitivamente la investigación que llevaba a cabo respecto a los hechos denunciados, con fundamento en las leyes de amnistía Nos. 26479 y 26492. En dicha resolución, que el peticionario alegó fue confirmada el 7 de noviembre de 1995 por el Fiscal Superior, la mencionada Fiscalía provincial señaló que  
(…) de las pruebas acopiadas, se ha llegado a determinar que los presuntos autores de tal acto delictivo serían Militares y Miembros de la Policía Nacional del Perú. (…) El Congreso ha promulgado la Ley veintiséis mil cuatrocientos setentinueve por el que se otorga amnistía a los Militares, Policías (…) que hayan incurrido en actos como en el presente caso… por lo que resulta contraproducente continuar con la presente investigación.     

B.
El Estado  
15.             El Estado contestó el 21 de septiembre de 1992, y alegó que conforme a información de la Policía Nacional del Perú, dicha institución no tenía ninguna responsabilidad en las detenciones de las personas a las que cuales se refiere el presente caso.   
16.             El 5 de agosto de 1993 el Estado puso en conocimiento de la Comisión que el Ministerio del Interior informó lo siguiente:  
A ese respecto se informa que se notificó a los familiares de los agraviados a fin de que se ratifiquen en su denuncia en contra de las autoridades, que según ellos, serían responsables de los hechos. Asimismo, se comunica que hasta la fecha no ha sido posible ubicar el paradero de los ciudadanos supuestamente detenidos-desaparecidos el día 2 de mayo del año pasado en horas de la madrugada en el distrito de Santa, Departamento de Ancash; y tampoco se ha podido identificar a los autores del hecho denunciado.  Es importante señalar, que aparte de las diligencias pertinentes propias de la investigación, se han llevado a cabo diligencias complementarias por parte de las autoridades de la Jefatura policial y de la Sub-Prefectura contando con la presencia del jefe de la oficina de derechos humanos, Dr. César Velezmoro, a fin de poder recopilar nuevos elementos probatorios que permitan el total esclarecimiento de los hechos.    
17.             El 28 de octubre de 1993 Perú acompañó copia de la sentencia No. 64-92 del Primer Juzgado de Instrucción de Santa, Chimbote, que declaró infundada la acción de habeas corpus interpuesta en relación con las desapariciones de que trata el presente caso, en contra del Jefe de la Cuarta Sub-región Chimbote de la Policía Nacional, Coronel Carlos Edwin Zapata Santín y en contra del Comandante de la Base Naval de Chimbote, Capitán de Fragata Mario Salmón Villarán.   
18.             El 11 de septiembre de 1995 el Estado solicitó archivar el caso y alegó al efecto que el peticionario no había efectuado ningún trámite desde 1993.   
19.             El 11 de enero de 1999 el Estado solicitó declarar inadmisible la denuncia, con el argumento de que los recursos de la jurisdicción interna no estaban agotados para el momento en que se presentó la denuncia. Dicho alegato fue ratificado por el Estado el 26 de julio de 1999, oportunidad en la cual formuló también varias precisiones respecto al fenómeno de las desapariciones en Perú.   
IV.      ANÁLISIS    
A.
Consideraciones sobre admisibilidad  
20.             La Comisión pasa a analizar los requisitos de admisibilidad de una petición establecidos en la Convención Americana.   
a.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis  y rationi loci de la Comisión   
21.             Los alegatos del presente caso describen hechos que serían violatorios de varios derechos reconocidos y consagrados en la Convención Americana, que tuvieron lugar dentro de la jurisdicción territorial de Perú, cuando la obligación de respetar y garantizar los derechos establecidos en dicho instrumento se encontraba en vigor para dicho Estado.
[1]  Por lo tanto, la CIDH es competente ratione materiae, ratione personae, ratione temporis  y rationi loci para conocer sobre el fondo de la denuncia.    
b.
Agotamiento de los recursos internos  
22.             El hecho de que en las primeras etapas del proceso, es decir, dentro de los 90 días que se le conceden para informar sobre los hechos denunciados, el Estado no haya objetado el agotamiento de los recursos internos sería suficiente para que la Comisión tenga por satisfecho el requisito establecido en el artículo 46(1)(a) de la Convención.   
23.             La Comisión decidió recientemente en forma conjunta un grupo de 35 casos que involucraban a 67 personas desaparecidas en diversos Departamentos del Perú durante el período 1989-1993, y analizó en detalle el fenómeno general de las desapariciones en ese país. En tales informes la Comisión señaló que el habeas corpus era el recurso adecuado en los casos de desapariciones para tratar de hallar a una persona presuntamente detenida por las autoridades, averiguar sobre la legalidad de la detención y, llegado el caso, lograr su libertad. La CIDH concluyó igualmente que a los fines de la admisibilidad de denuncias ante este organismo no era necesario intentar el recurso de habeas corpus --ni ningún otro--, con el objeto de agotar los recursos internos, dado que durante el período 1989-1993 existió en Perú una práctica o política de desapariciones ordenada o tolerada por diversas autoridades del poder público, que tornó completamente ineficaz el recurso de habeas corpus en los casos de desapariciones.  En dichos informes la Comisión señaló textualmente lo siguiente:   
Tal y como se ha referido anteriormente, los familiares de las víctimas efectuaron numerosas gestiones ante diversas autoridades, judiciales, ejecutivas (militares) y legislativas, tendientes a la localización y liberación de las víctimas.  Tales gestiones incluían normalmente  recursos de habeas corpus; denuncias al Fiscal de la Nación, al Fiscal Superior Decano (…), al Fiscal Especial de Derechos Humanos (…), a la Fiscalía Especial de Defensoría del Pueblo, a las Fiscalías Provinciales; gestiones ante el Ministro de la Defensa, ante la Comandancia General del Ejército, ante la Inspectoría General del Ejército, ante el Jefe del Comando Político Militar y ante los jefes de las Bases Militares respectivas.  No obstante las diversas gestiones efectuadas, las víctimas nunca fueron localizadas y nunca más aparecieron. 
  El despliegue de gestiones y recursos de los familiares de las víctimas resultaron inútiles, pues los mismos elementos que alegadamente efectuaban las desapariciones y escondían las pruebas, tenían un rol decisivo en los resultados de la investigación.  Los recursos de habeas corpus no prosperaron en ninguno de los casos.  Asimismo, el trámite de las denuncias ante las correspondientes Fiscalías se reducía prácticamente a que las Fiscalías pedían información a los militares, y éstos negaban tener responsabilidad en la detención, con lo cual se archivaban las denuncias, sin que los hechos llegaran a conocimiento de los jueces instructores competentes.  Debe mencionarse además que, generalmente, las respuestas del Estado peruano a la Comisión, conforme a las cuales niega responsabilidad en las desapariciones, se basan precisamente en oficios, transmitidos en copia a la Comisión, en donde los propios militares niegan haber efectuado las detenciones. 
  [l]a Comisión considera importante efectuar ciertas precisiones respecto al agotamiento de los recursos internos en lo relativo a las desapariciones forzadas que ocurrieron en Perú.  A tal efecto se observa que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido, con relación al agotamiento de recursos internos, que "...según el objeto y fin de la Convención, de acuerdo con la interpretación del artículo 46.1.a. de la misma, el recurso adecuado tratándose de desaparición forzada de personas, sería normalmente el de exhibición personal o habeas corpus, ya que en estos casos es urgente la actuación de las autoridades (y es)... el recurso adecuado para hallar a una persona presuntamente detenida por las autoridades, averiguar si legalmente lo está y, llegado el caso, lograr su libertad".  Por tanto, la interposición del recurso de habeas corpus, en casos de personas detenidas y posteriormente desaparecidas, en donde el resultado fue negativo por no haber sido localizadas las víctimas, es requisito suficiente para determinar que se han agotado los recursos internos.
  Sin embargo, la Corte ha también establecido que los recursos internos deben ser eficaces, es decir, que deben ser capaces de producir el resultado para el que han sido concebidos y que en caso de comprobarse la existencia de una práctica o política ordenada o tolerada por el poder público, cuyo efecto es  impedir a ciertos demandantes la utilización de los recursos internos que, normalmente, estarían al alcance de los demás, acudir a dichos recursos se convierte en una formalidad sin sentido, por lo que se hacen plenamente aplicables las excepciones al agotamiento de los recursos internos contempladas en el artículo 46(2) de la Convención. 
  En el análisis del fondo del asunto, contenido en la sección VI, infra, la Comisión determina que en Perú existió durante el período en el que ocurrieron los hechos denunciados una práctica o política de desapariciones ordenada o tolerada por diversas autoridades del poder público.  Por tanto, y comoquiera que dicha práctica tornó completamente ineficaz el recurso de habeas corpus en los casos de desapariciones, la Comisión establece que, a los fines de la admisibilidad de denuncias a esta Comisión,  no era necesario intentar el recurso de habeas corpus --ni ningún otro--, con el objeto de agotar los recursos internos.  En consecuencia, la Comisión considera plenamente aplicable la regla de excepción al agotamiento de los recursos internos establecida en el  artículo 46(2) de la Convención. 
[2]    
24.             La Comisión considera plenamente aplicables las anteriores consideraciones al presente caso, por tratarse de una denuncia de desaparición forzada ocurrida en el año 1992, que ha sido imputada a la Policía Nacional del Perú y a la Marina de Guerra del Perú. Dicha desaparición habría ocurrido dentro de la época (1989-1993) en que la Comisión determinó, conforme a la cita anterior, que en Perú existió una práctica o política de desapariciones ordenada o tolerada por diversas autoridades del poder público que tornó completamente ineficaz el recurso de habeas corpus en los casos de desapariciones, por lo que la Comisión estableció que a los fines de la admisibilidad de denuncias a la Comisión, no era necesario intentar el recurso de habeas corpus --ni ningún otro-- con el objeto de agotar los recursos internos.  Por tanto, la Comisión concluye que en el presente caso se configura la excepción contemplada en el artículo 46(2)(a) de la Convención, conforme a la cual el requisito de agotamiento de los recursos internos de la jurisdicción interna previsto en el artículo 46(1)(a) de la Convención no es aplicable cuando “no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos violados”. La Comisión observa adicionalmente que las investigaciones que se llevaron a cabo fueron archivadas definitivamente por la Fiscalía, en ejecución de lo dispuesto en las leyes de amnistía Nos. 26479 y 26492, con lo cual se impidió definitivamente alcanzar cualquier resultado que dichas investigaciones pudieran haber ofrecido.   
c.
Plazo de presentación  
25.             Con relación al requisito contemplado en el artículo 46(1)(b) de la Convención, conforme al cual la petición debe ser presentada dentro del plazo de seis meses a partir de que la víctima sea notificada de la decisión definitiva que haya agotado los recursos internos, la Comisión observa que dicho requisito tampoco es aplicable en el presente caso, puesto que al operar la excepción al requisito de agotamiento de los recursos internos prevista en el artículo 46(2)(a) de la Convención, en los términos expuestos en el párrafo anterior, opera también, por mandato del artículo 46(2) de la Convención, la excepción al aludido requisito concerniente al plazo en que debe ser presentada la petición.  
26.             La Comisión, sin prejuzgar sobre el fondo, debe agregar que la desaparición forzada de una persona por parte de agentes estatales configura una violación continuada por parte de los Estados que persiste como infracción permanente de diversos artículos de la Convención Americana, hasta que aparezca la persona o su cadáver.  Por tanto, en dichos casos no opera el requisito concerniente al plazo de presentación de peticiones contemplado en el artículo 46(1)(b) de la Convención Americana.   
d.
Duplicidad de procedimientos y cosa juzgada  
27.             La Comisión entiende que la materia de la petición no está pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional, ni reproduce una petición ya examinada por este u otro organismo internacional.  Por lo tanto, los requisitos establecidos en los artículos 46(1)(c) y 47(d) se encuentran también satisfechos.  

e.
Caracterización de los hechos   
28.             La Comisión considera que la exposición del peticionario se refiere a hechos que de ser ciertos podrían caracterizar una violación de derechos garantizados en la Convención, puesto que tal y como se estableció supra, el tema sometido a la decisión de la Comisión es la desaparición forzada de varias personas.   
29.             Por todas las razones anteriormente expuestas, la Comisión considera que tiene competencia para conocer de este caso y que de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana la petición es admisible, en los términos anteriormente expuestos.   
B.
Consideraciones sobre el fondo  
30.             Habiendo determinado su competencia para conocer de este caso y que de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana la petición es admisible, la Comisión pasa a pronunciarse sobre el fondo del caso, tomando en cuenta que las partes no se avinieron a iniciar un proceso de solución amistosa y que la Comisión ya cuenta con los elementos suficientes para pronunciarse sobre los méritos.  
a.
Práctica estatal de desapariciones  
31.             A los efectos del análisis del fondo del caso bajo estudio, la Comisión estima pertinente recapitular las siguientes consideraciones sobre el fenómeno de las desapariciones forzadas en Perú que realizó al decidir recientemente, en forma conjunta, un grupo de 35 casos que involucraban a 67 personas desaparecidas en diversos Departamentos del Perú durante el período 1989-1993.  Al respecto, la Comisión se pronunció en los siguientes términos, los cuales ratifica plenamente en el presente caso:  
[l]a Comisión acordó acumular los casos bajo estudio, por considerar que los hechos alegados sugieren la existencia de un patrón similar de desapariciones cometidas por agentes del Estado peruano, efectuadas en una misma época (entre 1989 y 1993), dentro del contexto de actividades llamadas antisubversivas y con el  mismo modus operandi. 
  
La Comisión decide, en consecuencia, analizar la posible existencia de una práctica de desapariciones forzadas llevada a cabo por el Estado peruano, o al menos tolerada por él, durante el período en análisis (1989-1993).  La Comisión, al decir de la Corte Interamericana, está consciente de la gravedad especial que tiene la atribución a un Estado Parte en la Convención del cargo de haber ejecutado o tolerado en su territorio una práctica de desapariciones.  No obstante, es fundamental que la Comisión, en cumplimiento de sus funciones, realice dicho análisis, no sólo para elaborar el presente Informe, sino para la determinación de la verdad sobre una política de violación de los derechos humanos, con las consecuencias que pueden derivarse para el esclarecimiento de otros casos bajo conocimiento de este organismo.
  En tal sentido, debe señalarse que los criterios de valoración de la prueba ante un tribunal internacional de derechos humanos revisten características especiales, conforme a las cuales la Comisión está facultada para utilizar la regla de la valoración libre de las pruebas y para determinar el quantum probatorio necesario para fundar el fallo.
  El modus operandi con el que, conforme a las denuncias recibidas por la Comisión,  fueron producidas las detenciones y desapariciones de los señores (…) refleja igualmente un patrón de comportamiento, cuya apreciación en conjunto permite otorgarle efectos de fundados indicios probatorios respecto de la práctica sistemática de desapariciones.
  La Comisión ha recibido una gran cantidad de denuncias de casos de desapariciones en Perú, muchos de los cuales incluyen en la misma denuncia a varias personas desaparecidas.  En su Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en Perú de 1993, la Comisión planteó el problema de las desapariciones forzadas de personas ocurridas en ese país y señaló que ya para esa fecha había adoptado 43 resoluciones en relación con casos individuales, que afectaban a 106 víctimas. Con posterioridad a esa fecha, la Comisión ha seguido emitiendo Informes al respecto. Además, el propio Estado peruano ha reconocido oficialmente el fenómeno de las desapariciones forzadas y ha dado cuenta de 5.000 denuncias sobre desapariciones en el período comprendido entre 1983 y 1991. El elevado número de denuncias del mismo tenor es un indicio evidente para la Comisión de que las desapariciones en Perú respondían a un patrón oficial diseñado y ejecutado en forma sistemática. 
  Dicho indicio se ve reforzado por el hecho de que, dentro del sistema de la Organización de Naciones Unidas (ONU), el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias, establecido en 1980 por la Comisión de Derechos Humanos, había recibido 3.004 casos sobre desapariciones forzadas ocurridas en Perú.  Dicho Grupo señala que:
  La gran mayoría de los 3.004 casos de denuncias sobre desapariciones en Perú ocurrieron entre 1983 y 1992, en el contexto de la lucha del Gobierno en contra de organizaciones terroristas, especialmente Sendero Luminoso.  Al final de 1982, las fuerzas armadas y la policía emprendieron una campaña de contrainsurgencia y las fuerzas armadas recibieron una gran margen de discreción para combatir a Sendero Luminoso y restaurar el orden público. Aunque la mayoría de las desapariciones reportadas  se produjeron en áreas del país que se encontraban en Estado de Emergencia y bajo control militar, especialmente en las regiones de Ayacucho, Huancavelica, San Martín y Apurimac, también se produjeron desapariciones en otras partes de Perú. Se ha reportado que las detenciones eran frecuentemente llevadas a cabo abiertamente por miembros uniformados de las fuerzas armadas, algunas veces en forma conjunta con grupos de defensa civil.  Se denunció que aproximadamente otros 20 casos ocurrieron en 1993 en el Departamento de Ucayali, mayormente relacionados con la desaparición de campesinos. [Informe del Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias. Documento ONU E/CN.4/1998/43, de fecha 12 de enero de 1998, párr. 297. (Traducción no oficial)].  
Se ha documentado que la propia Fiscal Provincial ad hoc del Departamento de Junín, doctora Imelda Tumialán, declaró que en el año 1991 se habían producido mas de 100 desapariciones en el referido Departamento. Asimismo, el Fiscal General Adjunto de la Nación, en nota de 9 de enero de 1992, señaló que durante los primeros 11 meses de 1991 se produjeron 268 denuncias de desapariciones, de las cuales sólo unas cuantas pudieron ser aclaradas.  La Coordinadora Nacional de Derechos Humanos del Perú, reconocida organización no gubernamental que agrupa a distintas organizaciones peruanas de derechos humanos, estima por su parte que entre 1990 y 1992 desaparecieron 725 personas en Perú.  Se ha señalado a la Comisión que en Perú circuló libremente información conforme a la cual agentes militares, y en algunos casos efectivos policiales, se encontraban efectuando desapariciones. La Comisión ha recibido numerosos artículos y noticias publicadas en la prensa y en otros medios, relacionados con las mencionadas desapariciones.  
Con base en los elementos probatorios anteriormente mencionados, la Comisión concluye que en el período 1989-1993 existió en Perú una práctica sistemática y selectiva de desapariciones forzadas, llevada a cabo por agentes del Estado peruano, o al menos tolerada por dicho Estado.  La mencionada práctica oficial de desapariciones forzadas formó parte de la llamada lucha antisubversiva, sin perjuicio de que muchas veces afectó a personas que no tenían nada que ver con actividades relacionadas con grupos disidentes.  
Ejecución de las desapariciones   
Con base en los diversos elementos probatorios anteriormente mencionados, la Comisión considera pertinente efectuar una cronología de los pasos que generalmente comprendía la mencionada política oficial de desapariciones:  
Detención de las víctimas  
La Comisión ha sido informada que, en general, la ejecución de la política de desapariciones estaba delegada en los Jefes de los Comandos Políticos Militares y en los Jefes de las Bases Militares.  Estos últimos tenían a su cargo el mando directo de los efectivos que efectuaban las detenciones, con las que se iniciaba normalmente el proceso de las desapariciones.  La Policía Nacional se encontraba igualmente a cargo de efectuar desapariciones, normalmente a través de la DINCOTE.   
La fuente más común que originaba el secuestro y la desaparición de alguna persona era la información recabada por miembros del servicio de inteligencia, conforme a la cual la persona se encontraba de alguna manera vinculada a los grupos subversivos, primordialmente a Sendero Luminoso o al Movimiento Revolucionario Tupac Amaru (MRTA). Debe aclararse que, en muchos casos, dichas personas no se encontraban vinculadas de ninguna manera a dichos grupos disidentes, pero tenían la desgracia de que por dolo o por error se les incluyera en las listas que luego ocasionarían su desaparición.  
Otro hecho que en ciertos Departamentos y en determinadas circunstancias podía ocasionar la detención y posterior desaparición de muchas personas era el hecho de que no portaran la libreta electoral, que funcionaba como documento de  identidad.  Luego, y en ciertos casos, la persona que no portara documento de identidad en el momento en que se le solicitaba dicho documento, durante operativos desplegados en las vías públicas, era considerada como terrorista de manera prácticamente automática.  
Una vez determinada la condición de sospechosa de la persona, se procedía a su detención, que en numerosas ocasiones era el primer paso de la desaparición.  Algunas veces las detenciones se producían en plena vía pública y otras veces en el domicilio de la víctima, generalmente en horas de la madrugada y en presencia de testigos.  Los encargados de practicar las detenciones eran efectivos militares o policiales, fuertemente armados, que algunas veces vestían de civil, pero la mayoría de ellas vestía sus uniformes respectivos.   
Por lo general, a los funcionarios militares o policiales no les importaba en modo alguno la presencia de testigos, pues procedían de todas maneras.  Cuando la detención se realizaba en el domicilio de la víctima, lo usual era que se efectuara delante de los familiares que se encontraban en la casa: esposas, hijos, padres, madres, etc.  El patrón general era entonces que los funcionarios detenían a la víctima en frente de quien estuviera presente, sin ningún intento de ocultar el carácter oficial con que obraban.    
Negación oficial de las detenciones  
El mismo día de la detención o en los días inmediatamente siguientes, los familiares de las víctimas acudían al lugar de detención, en donde se les negaba que las víctimas estuvieran detenidas.  Debe destacarse que dado que las detenciones eran por lo general practicadas de manera pública,  los familiares de las víctimas usualmente conocían el sitio inicial de detención.  No obstante, las autoridades respectivas negaban la detención.  Tal y como ha establecido la Comisión anteriormente:   
el hecho de que las autoridades militares nieguen la detención es, de esa forma, tan sólo una confirmación de la clandestinidad de las operaciones militares.  La detención no es registrada ni reconocida oficialmente, para posibilitar el uso de la tortura durante los interrogatorios y eventualmente, para aplicar penas extrajudiciales a personas que se consideran simpatizantes, colaboradoras o miembros de los grupos alzados en armas.  
Otra variante era que las autoridades alegaban que la víctima había sido liberada, y presentaban incluso constancias de liberación, las cuales algunas veces contenían la firma falsificada de la víctima y otras veces su firma verdadera, obtenida bajo tortura, sin que en realidad la liberación se hubiera producido.  
Tortura y ejecución extrajudicial de los detenidos    
Cuando las víctimas no morían a causa de las torturas, se procedía generalmente a ejecutarlas en forma sumaria y extrajudicial.  Los cadáveres eran luego ocultados, mediante su enterramiento en lugares secretos, escogidos con el propósito de que fuera prácticamente imposible encontrarlos.  
Amnistía a los responsables de las desapariciones
Los casos de desapariciones en Perú, en general, no fueron investigados con seriedad y los responsables, en tanto ejecutores de un plan oficial del Estado, gozaron de hecho de una impunidad prácticamente absoluta.  No obstante, las autoridades decidieron ir más allá aun, al aprobar en 1995 la Ley Nº 26.479 (Ley de Amnistía), en cuyo artículo 1 se declaró conceder una amnistía general a todos los agentes de las fuerzas de seguridad y funcionarios civiles que hubieran sido denunciados, investigados, acusados, juzgados o condenados por violaciones a los derechos humanos cometidas entre mayo de 1980 y junio de 1995.  Dicha Ley fue reforzada posteriormente por la Ley Nº 26.492, mediante la cual se prohibió a la judicatura pronunciarse respecto a la legalidad o aplicabilidad de la mencionada Ley de Amnistía.  La Comisión, en sus Informes Anuales de 1996 y 1997, ha presentado el aspecto relativo a las mencionadas leyes de amnistía, dentro del análisis general de la situación de los derechos humanos en Perú.  
Aunque se ha señalado a la Comisión que ambas leyes pueden ser desaplicadas por los jueces peruanos, a través del llamado control difuso de la constitucionalidad de las leyes contemplado en el artículo 138 de la Constitución peruana, la Comisión considera que dichas leyes intentan legalizar inválidamente la impunidad que existió en la práctica respecto a las desapariciones forzadas y otros graves delitos cometidos por agentes estatales.  La Comisión, por ejemplo, ha tenido conocimiento de que los jueces del Tribunal Constitucional que fueron destituidos por el Congreso, se fundamentaron en el mencionado artículo 138 de la Constitución peruana para declarar, en sentencia de fecha 27 de diciembre de 1996, que la Ley Nº 26.657 no era aplicable al Presidente Alberto Fujimori.    
Carga de la prueba de las desapariciones  
El principio general es que, en los casos de desapariciones en donde haya suficientes indicios de prueba, a juicio de la Comisión, de que la detención fue efectuada por agentes del Estado en el marco general de una política oficial de desapariciones, se presumirá que la víctima fue desaparecida por actos de agentes del Estado peruano, salvo que dicho Estado haya probado lo contrario.  
Así, los peticionarios no tienen la carga de probar la desaparición de las víctimas, por presumirse, salvo prueba en contrario, que el Estado peruano es responsable por la desaparición de cualquier persona que haya detenido.  Ello cobra más relevancia aun debido a la mencionada práctica gubernamental de desaparecer a las personas.  Es al Estado a quien corresponde  probar que no fueron sus agentes quienes desaparecieron a las víctimas.  
En efecto, una política de desapariciones, auspiciada o tolerada por el Gobierno, tiene como verdadero propósito el encubrimiento y destrucción de la prueba relativa a las desapariciones de los individuos objeto de la misma.  Luego, y por virtud de la acción estatal, el peticionario está privado de pruebas de la desaparición, pues esta forma de represión se caracteriza por procurar la supresión de todo elemento que permita comprobar el secuestro, el paradero y la suerte de las víctimas.  Es el caso que, tal y como ha establecido la Corte Interamericana de Derechos Humanos:    
... a diferencia del Derecho penal interno, en los procesos sobre violaciones de derechos humanos, la defensa del Estado no puede descansar sobre la imposibilidad del demandante de allegar pruebas que, en muchos casos, no pueden obtenerse sin la cooperación del Estado.
  
La Comisión ha explicado al respecto que cuando ha quedado probada la existencia de una política de desapariciones auspiciada o tolerada por el Gobierno, es posible, mediante prueba circunstancial o indirecta, o por inferencias lógicas pertinentes, demostrar la desaparición de un individuo concreto, que de otro modo sería imposible, por la vinculación que esta última tenga con la práctica general.  
Más recientemente, la Comisión ha determinado también que:   
La carga de la prueba corresponde al Estado porque éste, cuando tiene a un ciudadano bajo su arresto y control exclusivo, debe garantizar la seguridad y los derechos de esa persona.  Además, es el Estado quien ejerce control sobre los elementos de prueba concernientes a la suerte corrida por el detenido.  Estos extremos son particularmente pertinentes en casos de desaparición, en que los familiares de la víctima u otros interesados no están en condiciones de conocer su paradero.
  
Queda de esa manera establecido lo relativo a la inversión de la carga de la prueba, en los casos de las desapariciones ocurridas en Perú, y las consecuencias de tal inversión, a los efectos de los casos bajo conocimiento de la Comisión.
Consideraciones sobre desapariciones forzadas  
La práctica de la desaparición forzada o involuntaria de personas ha sido calificada por la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos (OEA) como un crimen de lesa humanidad, que atenta contra elementales derechos de la persona humana, como son la libertad individual, la integridad personal, el derecho a la debida protección judicial y al debido proceso e, incluso, el derecho a la vida. Bajo tales parámetros, los Estados de la Organización de los Estados Americanos (OEA) adoptaron, en 1994, la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, como una manera de prevenir y castigar la desaparición forzada de personas en nuestro Continente.   
La Comisión ha sostenido en relación a la práctica de la desaparición forzada que:  
Estos procedimientos crueles e inhumanos constituyen no sólo una privación arbitraria de la libertad, sino también un gravísimo peligro para la integridad personal, la seguridad y la vida misma de la persona.  Coloca, por otra parte, a la víctima en un estado de absoluta indefensión con grave violación de los derechos de justicia, de protección contra la detención arbitraria y el proceso regular.  
El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias de la ONU ha señalado que la desaparición forzada o involuntaria de una persona es una violación particularmente odiosa de los derechos humanos, y es  
sin duda una forma de sufrimiento doblemente paralizante: para las víctimas, recluidas sin saber qué suerte les espera, muchas veces torturadas y siempre temerosas de perder la vida, y para los miembros de la familia, cuyas emociones oscilan entre la esperanza y la desesperación, que esperan y cavilan en algunos casos durante años enteros, a veces sin recibir información alguna. Las víctimas saben que sus familias desconocen su paradero y que son escasas las posibilidades de que alguien venga a ayudarlas.  Al habérselas separado del ámbito protector de la ley y al haber desaparecido de la sociedad, se encuentran, de hecho, privadas de todos sus derechos y a merced de sus aprehensores.  Si la muerte no es el desenlace final y tarde o temprano, terminada la pesadilla, quedan libres, las víctimas pueden sufrir durante largo tiempo las consecuencias físicas y psicológicas de esta forma de deshumanización y de la brutalidad y la tortura que con frecuencia la acompañan.  
La familia y los amigos de las personas desaparecidas sufren también una tortura moral lenta, ignorando si la víctima vive aún y, de ser así, dónde se encuentra recluida, en qué condiciones y cuál es su estado de salud. Además, conscientes de que ellos también están amenazados, saben que podrían correr la misma suerte y que el mero hecho de indagar la verdad puede ser peligroso.  
La angustia de la familia se ve intensificada con frecuencia por las circunstancias materiales que acompañan a la desaparición.  El desaparecido suele ser el principal sostén económico de la familia.  También puede ser el único miembro de la familia capaz de cultivar el campo o administrar el negocio de la familia.  La familia no sólo resulta gravemente afectada emocionalmente; sufre también en términos económicos, entre otras cosas, debido a los gastos efectuados en las investigaciones posteriores.  Además, no sabe cuando va a regresar, si es que regresa, el ser querido, lo que dificulta la adaptación a la nueva situación.  A menudo la consecuencia es la marginación económica y social.
[3]   
b.
Hechos establecidos  
32.             De acuerdo a la doctrina de la Comisión anteriormente reseñada, el principio general es que en los casos de desapariciones en donde haya suficientes indicios de prueba, a juicio de la Comisión, de que la detención fue efectuada presumiblemente por agentes del Estado en el marco general de la política oficial de desapariciones, la Comisión presumirá que la víctima fue desaparecida  por agentes del Estado peruano, salvo que dicho Estado haya probado lo contrario.   
33.             En aplicación de dichas consideraciones al presente caso, la Comisión en relación a la detención de las víctimas, observa que el peticionario alega que los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More fueron detenidos el 2 de mayo de 1992 por miembros de la Policía Nacional y de la Marina de Guerra del Perú, en los Asentamientos Humanos “La Huaca”, “Javier Heraud”, y “San Carlos”, ubicados en el Distrito y Provincia de Santa, del Departamento de Ancash, y que luego desaparecieron.   
34.             Al respecto, y con base en los hechos narrados por el peticionario y el hecho de que la propia Fiscalía haya resuelto en fecha 31 de agosto de 1995 archivar definitivamente la investigación, por considerar que de las pruebas pertinentes se evidenciaba que los autores de las detenciones y posteriores desapariciones bajo estudio serían “Militares y Miembros de la Policía Nacional del Perú”, la Comisión cuenta con suficientes elementos para establecer la veracidad de los hechos denunciados respecto a la detención de las víctimas.
[4]  Lo anterior se corrobora además con el testimonio de las señoras Maximina Gonzáles Méndez, Paula Peregrina Flores de Dionicio, Cruz Velásquez León de Barrientos, Hormecinda Velásquez viuda de León, Agustina Moreno Estrada, y Margot Nancy Reyes Sáenz; con el testimonio de los señores Alejandro Castillo Vega y Germán Domingo Quispe Moreno; con el modus operandi de la detención, y con los demás indicios probatorios, entre los cuales se cuentan las gestiones y los recursos desplegados a nivel interno tendientes a la localización y liberación de las víctimas, los informes elaborados por los propios policías para negar que las detenciones hayan sido practicadas por efectivos policiales, sin que el Estado peruano haya llevado a cabo una investigación judicial seria de los graves hechos ocurridos, a lo cual puede sumarse la circunstancia de que dichas detenciones ocurrieron en 1992, época en que conforme a lo establecido por la Comisión existió una práctica sistemática y selectiva de desapariciones forzadas, llevada a cabo por agentes del Estado peruano.   
35.             De acuerdo con lo anterior, la Comisión da por cierto que las víctimas fueron detenidas el 2 de mayo de 1992 por miembros de la Policía Nacional y de la Marina de Guerra del Perú, en los Asentamientos Humanos “La Huaca”, “Javier Heraud”, y “San Carlos”, ubicados en el Distrito y Provincia de Santa, del Departamento de Ancash.  
36.             Por tanto, y conforme a la mencionada doctrina de la Comisión, correspondía al Estado peruano probar que no desapareció a los señores López González, Castillo Chávez, Ramiro León Velásquez, Noriega Ríos, Barrientos Velásquez y Tarazona More. Al efecto, la Comisión observa que el Estado no consignó ninguna prueba tendiente a demostrar que no desapareció a los señores López González, Castillo Chávez, Ramiro León Velásquez, Noriega Ríos, Barrientos Velásquez y Tarazona More, sino más bien negó inicialmente que los hubiera detenido y archivó las investigaciones debido a que había pruebas de que elementos policiales y militares tenían responsabilidad en dichas desapariciones.   
37.             Con base en las razones anteriormente expuestas la Comisión concluye que el Estado peruano, a través de la Policía Nacional y de la Marina de Guerra del Perú, detuvo a los señores Pedro Pablo López González, Denis Atilio Castillo Chávez, Gilmer Ramiro León Velásquez, Jesús Manfredo Noriega Ríos, Roberto y Carlos Alberto Barrientos Velásquez y Carlos Martín y Jorge Luis Tarazona More el día 2 de mayo de 1992, en los Asentamientos Humanos “La Huaca”, “Javier Heraud”, y “San Carlos”, ubicados en el Distrito y Provincia de Santa, del Departamento de Ancash, y que posteriormente procedió a desaparecerlos.  
38.             Dicha detención y posterior desaparición configura una desaparición forzada en la cual se siguió el patrón característico: la detención de las víctimas por parte de agentes policiales y militares;  una posición oficial de negación de responsabilidad por tal desaparición; la falta de investigación adecuada de las autoridades públicas sobre la situación de las víctimas; la ineficacia de los recursos internos, la tortura y posible ejecución extrajudicial de las víctimas; y la impunidad absoluta, reforzada por la subsiguiente amnistía. 
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EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

POR CUANTO: 

Congreso ha dado la Ley siguiente: 

 EL CONGRESO DE LA REPUBLICA DEL PERU; 

 Ha dado la Ley siguiente: 

LEY DE HABEAS CORPUS Y AMPARO

 TITULO I 

 
Artículo 1.- Objeto de las acciones de garantía 


El objeto de las acciones de garantía es el reponer las cosas al estado anterior a la violación o amenaza de violación de un derecho constitucional. 

 
Artículo 2.- Casos en que proceden las acciones de garantía 


Las acciones de garantía proceden en los casos en que se violen o amenacen los derechos constitucionales por acción, o por omisión, de actos de cumplimiento obligatorio. 

 
Artículo 3.- Procedencia de la acción en caso de normas inconstitucionales 


Las acciones de garantía proceden aún en el caso que la violación o amenaza se base en una norma que sea incompatible con la Constitución. En este supuesto, la inaplicación de la norma se apreciará en el mismo procedimiento. 

 
Artículo 4.- Procedencia de la acción por omisión de actos debidos 


Si se ejerce la acción a causa de la violación de un derecho constitucional por omisión de un acto debido, el fallo ordenará el cumplimiento incondicional e un derecho constitucional por omisión de un acto debido, el fallo ordenará el cumplimiento incondicional e inmediato de dicho acto. 

 
Artículo 5.- Procedencia de la acción contra resoluciones judiciales 


Las acciones de garantía también son pertinentes si una autoridad judicial, fuera de un procedimiento que es de su competencia, emite una resolución o cualquier disposición que lesione un derecho constitucional. 

 
Artículo 6.- Casos de improcedencia de las acciones de garantía 


No proceden las acciones de garantía:


 
1) En caso de haber cesado la violación o la amenaza de violación de un derecho constitucional, o si la violación se ha convertido en irreparable; 

 
2) Contra resolución judicial o arbitral emanadas de proceso regular; (**) 

 
3) Cuando el agraviado opta por recurrir a la vía judicial ordinaria; y 

 
4) De las dependencias administrativas, incluyendo las empresas públicas, contra los Poderes del Estado y los organismos creados por la Constitución, por los actos efectuados en el ejercicio regular de sus funciones. (*) 

 (*) Texto vigente conforme a la modificación establecida por el Artículo 2 de la Ley N° 25011, publicada el 08-02-89. 

 (**) Inciso vigente conforme a la modificación establecida por el Artículo 1 de la Ley N° 27053, publicada el 19-01-99. 

 
Artículo 7.- Deber de suplir deficiencias procesales y tramitación preferente 


El Juez deberá suplir las deficiencias procesales en que incurra la parte reclamante, bajo responsabilidad. Igualmente dará preferencia en la tramitación a las acciones de garantía. 

 
Artículo 8.- Autoridad de cosa juzgada. Oponibilidad 


La resolución final constituye cosa juzgada únicamente si es favorable al recurrente. Puede oponerse a quien pretendiera ejecutar o ejecutarse igual agresión. 

 
Artículo 9.- Jurisprudencia obligatoria. Casos excepcionales 


Las resoluciones de Hábeas Corpus y Amparo sentarán jurisprudencia obligatoria cuando de ellas se puedan desprender principios de alcance general. Sin embargo, al fallar en nuevos casos apartándose del precedente, los jueces explicarán las razones de hecho y de derecho en que sustenten la nueva resolución. 

 
Artículo 10.- Defensa del Estado y de funcionarios públicos 


Cuando el agresor es el Estado o un funcionario público, su defensa correrá a cargo del Procurador General de la República que corresponda en el caso de ser ejercida la acción en el Distrito Judicial de Lima. Si es ejercida en otro Distrito Judicial, la autoridad responsable designará defensor para este caso, sin perjuicio de la facultad de intervención directa del Procurador General de la República. 

 
Si no se apersona el Procurador o defensor nombrado, en cualquier estado de la instancia, no se paraliza ni invalida el procedimiento. 

 
Artículo 11.- Responsabilidad y sanciones al agresor 


Si al concluir los procedimientos de Hábeas Corpus y Amparo, se ha identificado al responsable de la agresión, se mandará abrir la instrucción correspondiente. Tratándose de alguna autoridad o funcionario público, además de la pena que corresponda, se le impondrá la de destitución en el cargo y no podrá ejercer función pública hasta pasados dos años de cumplida la condena principal. Se condenará asimismo al responsable al pago de las costas del juicio y a una indemnización por el daño causado. 

 
El haber procedido por orden superior no libera al ejecutor de los hechos de la responsabilidad y de la pena a que haya lugar. Si el responsable inmediato de la violación fuera una de las personas comprendidas en el artículo 183 de la Constitución se dará cuenta inmediata a la Cámara de Diputados para los fines consiguientes. (*) 

 (*)  Cfr. art. 99 de la Const. de 1993 

 TITULO II 

DE LA ACCION DE HABEAS CORPUS 

 CAPITULO I 

DE LOS DERECHOS 

 
Artículo 12.- Derechos protegidos y procedencia de la acción de Hábeas Corpus 


Se vulnera o amenaza la libertad individual y en consecuencia procede la acción de Hábeas Corpus, enunciativamente, en los siguientes casos: 

 
1) Guardar reserva sobre sus convicciones políticas, religiosas, filosóficas o de cualquier otra índole. 

 
2) De la libertad de conciencia y de creencia. 

 
3) El de no ser violentado para obtener declaraciones. 

 
4) El de no ser obligado a prestar juramento ni compelido a declarar o reconocer su culpabilidad en causa penal contra sí mismo, ni contra su cónyuge, ni sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad. 

 
5) El de no ser exiliado o desterrado o confinado sino por sentencia firme. 

 
6) El de no ser expatriado ni separado del lugar de su residencia sino por mandato judicial o por aplicación de la Ley de Extranjería. 

 
7) El de no ser secuestrado. 

 
8) El del extranjero a quien se ha concedido asilo político de no ser expulsado al país cuyo Gobierno lo persigue, o en ningún caso si peligrase su libertad o seguridad por el hecho de ser expulsado. 

 
9) El de los nacionales o de los extranjeros residentes, de ingresar, transitar o salir del territorio nacional, salvo mandato judicial o aplicación de la Ley de Extranjería o de Sanidad. 

 
10) El de no ser detenido sino por mandato escrito y motivado del Juez, o por las autoridades policiales en el caso de flagrante delito; o el de no ser puesto el detenido, dentro de las 24 horas o en el término de la distancia, a disposición del juzgado que corresponda, de acuerdo con el acápite «g» del inciso 20 del Artículo 2º de la Constitución así como de las excepciones que en él se consignan. 

 
11) El de no ser detenido por deudas, salvo los casos de obligaciones alimentarias. 

 
12) El de no ser privado del pasaporte, dentro o fuera de la República. 

 
13) El de no ser incomunicado, sino en caso indispensable para el esclarecimiento de un delito y en la forma y por el tiempo previstos por la ley, de acuerdo con el acápite «i» del inciso 20) del artículo 2º de la Constitución. 

 
14) El de ser asistido por un abogado defensor de su elección desde que es citado o detenido por la autoridad. 

 
15)El de hacer retirar las guardias puestas a un domicilio o suspender el seguimiento policial cuando ello atente contra la libertad individual. 

 
16) El de la excarcelación, en el caso de un detenido o procesado que haya sido amnistiado, indultado, sobreseído, absuelto o declarada prescrita la acción penal o la ejecución de la pena. 

 
17) El de que se observe el trámite correspondiente cuando se trate del procesamiento o detención de las personas, a que se refiere el artículo 183º de la Constitución. (*) 

 (*) Cfr. los incisos 10 y 13 de este art. con el art. 2 de la Const. de 1993. Cfr. el inc. 17 con el art. 99 de la misma Const. 

 CAPITULO II 

DEL PROCEDIMIENTO 

 
Artículo 13.- Titulares de la acción de Hábeas Corpus 

 
Artículo 14.- Formas de ejercer la acción de Hábeas Corpus 


La acción puede ser ejercida por escrito o verbalmente. En este último caso, levantando Acta ante el Juez o Secretario, sin otra exigencia que la de suministrar una suscinta relación de los hechos para darle curso. También puede ser ejercida telegráficamente, previa la debida identificación del reclamante, actor o demandante. 

 
Artículo 15.- Competencia 


Conoce de la acción de Hábeas Corpus cualquier Juez de Instrucción del lugar donde se encuentra el detenido o el del lugar donde se haya ejecutado la medida o el del lugar donde se haya dictado. Si se tratase de detención arbitraria atribuida a una orden de un Juez, la acción se interpondrá ante el Tribunal Correccional, el que designará a otro Juez Instructor, quien decidirá en el término de 24 horas.(*) (**) 

 (*) Artículo modificado por el artículo 1° del Decreto Legislativo N° 900, publicado el 29.05.98. 

 (**) De conformidad con la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 004-2001-I-TC, publicada el 27-12-2001, se declara la inconstitucionalidad del Decreto Legislativo N° 900, dejándose sin efecto desde el día siguiente de su publicación. 

 
Artículo 16.- Trámite en caso de detención arbitraria 


El Juez dispondrá, en los casos de detención arbitraria previstos en el artículo 12º, que, en el día, la autoridad responsable presente al detenido y explique su conducta. Si comprueba la detención arbitraria lo pondrá inmediatamente en libertad, dando cuenta al Tribunal de que depende. De no ser suficiente la sumaria investigación prevista en este artículo, el Juez procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 18º de esta Ley. 

 
Artículo 17.- Competencia del Juez de Paz en caso de detención arbitraria 


Cuando la detención sea en un lugar distinto y lejano o de difícil acceso de aquel en que tiene su sede, el Juzgado dictará orden perentoria e inmediata para el Juez de Paz del distrito en que está el detenido cumpla en el día, bajo responsabilidad, con hacer las investigaciones y excarcelar al detenido. 

 
Artículo 18.- Trámite en casos distintos a la detención arbitraria 


Cuando no se trate de detención arbitraria, según lo establecido en los artículos precedentes, el Juez citará a quien o quienes ejecutaron la violación requiriéndoles expliquen la razón que motivara la agresión y resolverá de plano, en el término de un día natural, bajo responsabilidad. La resolución deberá ser notificada personalmente al detenido o al agraviado y cumplida, el mismo día. 

 
Artículo 19.- Recurso de apelación 


Sólo es apelable la resolución que pone fin a la instancia. El término para apelar es de dos días hábiles. 

 
Artículo 20.- Trámite del recurso de apelación 


Interpuesta la apelación, el Juez elevará en el día los autos al Tribunal Correccional, el que dentro de los dos días hábiles siguientes señalará la fecha para la vista de la causa, con citación de los abogados. El plazo para la vista y resolución no podrá ser, por ningún motivo, mayor de cinco días hábiles, bajo responsabilidad.(*) (**) 

 (*)Artículo modificado por el artículo 1° del Decreto Legislativo N° 900, publicado el 29.05.98. 

 (**) De conformidad con la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 004-2001-I-TC, publicada el 27-12-2001, se declara la inconstitucionalidad del Decreto Legislativo N° 900, dejándose sin efecto desde el día siguiente de su publicación. 

 
Artículo 21.- Recurso de nulidad 


El plazo para interponer el recurso de nulidad es de dos días hábiles de notificado el fallo de la Corte Superior y sólo procede contra la denegación del Hábeas Corpus. 

 
Artículo 22.- Trámite del recurso de nulidad 


La Sala Penal de la Corte Suprema citará para la vista del recurso de nulidad dentro de los dos días hábiles siguientes de recibidos los autos y escuchará los informes del Procurador General de la República, de ser el caso, del actor y sus defensores. El plazo para la vista y su resolución no podrá ser por ningún motivo mayor de cinco días hábiles, bajo responsabilidad. 

 
Artículo 23.- Reglas procesales especiales 


En la tramitación judicial de esta acción, rigen las siguientes reglas: 

 
1) No cabe recusación alguna, salvo por el perjudicado o actor. 

 
2) No caben excusas de los secretarios ni de los Jueces. 

 
3) Los Jueces deberán habilitar día y hora para la realización de las diligencias procesales. 

 
4) No interviene el Ministerio Público, salvo para coadyuvar a la defensa del perjudicado, como defensor del pueblo. 

 
5) Se pueden presentar pruebas instrumentales en cualquier estado del proceso, incluso en la Corte Suprema. 

 
6) El Juez o el Tribunal designará de oficio defensor al recurrente, si es que éste lo solicita, corriendo los gastos por cuenta del Estado. 

 
7) No se puede pedir aplazamiento de diligencia ni de informes forenses, salvo por el actor o por el perjudicado. 

 TITULO III 

DE LA ACCION DE AMPARO 

CAPITULO I 

DE LOS DERECHOS 

 
Artículo 24.- Derechos protegidos y procedencia de la acción 


La acción de amparo procede en defensa de los siguientes derechos: 

 
1) De la inviolabilidad de domicilio; 

 
2) De no ser discriminado en ninguna forma, por razón de sexo, raza, religión, opinión o idioma; 

 
3) Del ejercicio público de cualquier confesión religiosa, siempre que no ofenda la moral y buenas costumbres; 

 
4) De la libertad de prensa, información, comunicación y opinión, circulación o propalación por cualquier medio de comunicación; 

 
5) De la libertad de contratación; 

 
6) De la libertad de creación artística, intelectual y científica; 

 
7) De la inviolabilidad y secreto de los papeles privados y de las comunicaciones; 

 
8) De reunión; 

 
9) De asociación; 

 
10) De libertad de trabajo; 

 
11) De sindicación; 

 
12) De propiedad y herencia; 

 
13) De petición ante la autoridad competente; 

 
14) De participación individual o colectiva en la vida política del país; 

 
15) De nacionalidad; 

 
16) De jurisdicción y proceso en los términos señalados en la letra «l», inciso 20), artículo 2 de la Constitución; 

 
17) De escoger el tipo y centro de educación; 

 
18) De impartir educación dentro de los principios constitucionales; 

 
19) A exoneraciones tributarias en favor de las universidades, centros educativos y culturales; 

 
20) De la libertad de cátedra; 

 
21) De acceso a los medios de comunicación social en los términos del artículo 70º de la Constitución; y 

 
22) A los demás derechos fundamentales que consagra la Constitución. (*) 

 (*)  Cfr. los incisos 16, 21 y 22 con la Const. de 1993 (art. 2, inc. 24, letra g, art. 35) 

 
Artículo 25.- Derechos no protegidos 


No dan lugar a la acción de amparo los derechos a que se refiere la Sexta de las Disposiciones Generales y Transitorias de la Constitución. 

 CAPITULO II 

DEL PROCEDIMIENTO 

 
Artículo 26º.- Titulares de la acción de Amparo 


Tienen derecho a ejercer la acción de Amparo el afectado, su representante, o el representante de la entidad afectada. 

 
Sólo en casos de imposibilidad física para interponer la acción, sea por atentado concurrente contra la libertad individual, por hallarse ausente del lugar, o cualquier otra causa análoga, podrá la acción de Amparo ser ejercida por tercera persona, sin necesidad de poder expreso, debiendo el afectado, una vez que se halle en posibilidad de hacerlo, ratificarse en la acción. 

 
Cuando la acción se interponga por violación o amenaza de violación de derechos constitucionales de naturaleza ambiental, podrá ser ejercida por cualquier persona, aun cuando la violación o amenaza no lo afecte directamente. Igual atribución tienen las organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro cuyo objeto es la defensa del medio ambiente. (*) 

 (*) Párrafo incorporado por el artículo 140º del Decreto Legislativo Nº  613, publicado el 08-09-90 

 
Artículo 27.- Agotamiento de las vías previas 


Sólo procede la acción de amparo cuando se hayan agotado las vías previas. 

 
Artículo 28.- Casos que no exigen agotamiento de las vías previas 


No será exigible el agotamiento de las vías previas si: 

 
1) Una resolución, que no sea la última en la vía administrativa, es ejecutada antes de vencerse el plazo para que quede consentida; 

 
2) Por el agotamiento de la vía previa pudiera convertirse en irreparable la agresión; 

 
3) La vía previa no se encuentra regulada, o si ha sido iniciada, innecesariamente por el reclamante, sin estar obligado a hacerlo; 

 
4) Si no se resuelve la vía previa en los plazos fijados para su resolución. 

 
Artículo 29.- Competencia 


La acción de amparo se ejercerá ante el Juez de Primera Instancia en lo Civil de turno en la fecha del acto violatorio del derecho constitucional, en el lugar donde se afectó el derecho, o donde tiene su domicilio el afectado, o donde tiene su domicilio el autor de la infracción, a elección del demandante. Si la afectación de derechos se origina en una orden judicial, se interpondrá ante la Sala Civil de turno de la Corte Superior de Justicia respectiva, la que encargará a un juez de primera instancia en lo civil su trámite. 

 
La Sala Plena de la Corte Superior del Distrito Judicial respectivo, establecerá un orden temporal o turno judicial diferente de lo ordinario para las acciones de amparo". 

 (*) Texto vigente según el artículo 1º de la Ley Nº 25011, publicado el 08.02.89. 

(**) Posteriormente modificado por el Artículo 31 de la Ley Nº 25398, publicado el 09.02.92, cuyo texto es el siguiente: 

 
"Artículo 29.-  Son competentes para conocer de la Acción de Amparo los Jueces de Primera Instancia en lo Civil del lugar donde se afectó el derecho o donde se cierne la amenaza, o donde tiene su domicilio el afectado o amenazado, o donde tiene su domicilio el autor de la infracción o amenaza, a elección del demandante. 


La acción de Amparo se interpone, indistintamente: 


a) Ante el Juez de turno al momento de producirse la amenaza o el acto violatorio del derecho constitucional; o, 


b) Ante cualquiera de los Jueces cuyo turno esté programado para los treinta días siguientes a la fecha antes señalada. 


Si la afectación de derechos se origina en una orden judicial la acción se interpone ante la Sala Civil de turno de la Corte Superior de Justicia respectiva, la que encarga su trámite a un Juez de Primera Instancia en lo Civil."(*) 

(***)Artículo modificado por el Artículo Unico de la Ley N° 26792 , publicado el 17.05.97.; cuyo texto es el siguiente: 


"Artículo 29.- Son competentes para conocer de acción de amparo los jueces de Primera Instancia en Civil o los jueces de Trabajo si la acción de amparo corresponde a un derecho de naturaleza laboral; del lugar donde se afectó el derecho o donde se cierne la amenaza, o donde tiene su domicilio el afectado o amenazado, o donde tiene su domicilio el autor de la infracción o amenaza, a elección del demandante. En los lugares donde no hubiesen Juzgados Especializados, es componente el Juez Mixto. 


La acción de amparo se interpone indistintamente: 


a) Ante el Juez de turno al momento de producirse la amenaza o el acto violatorio del derecho constitucional; o, 


b) Ante cualesquiera de los jueces cuyo turno esté programado para los treinta días siguientes a la fecha antes señalada. 


Si la afectación de derecho se origina en una orden judicial la acción se interpone ante la Sala Civil, Laboral, o Mixta de turno de la Corte Superior de Justicia respectiva, la que encarga su trámite a un Juez de Primera Instancia."(*) 

(*) Artículo modificado por el artículo 2° del Decreto Legislativo N° 900, publicado el 29.05.98. 

(**) De conformidad con la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 004-2001-I-TC, publicada el 27-12-2001, se declara la inconstitucionalidad del Decreto Legislativo N° 900, dejándose sin efecto desde el día siguiente de su publicación. 


Artículo 30.- Traslado de la demanda de Amparo 


Interpuesta la demanda de amparo, el Juez correrá traslado por tres días al autor de la infracción. 


Artículo 31.- Medida de suspensión del acto violatorio 


A solicitud de parte y en cualquier etapa del proceso, por cuenta, costo y riesgo del solicitante, podrá disponerse la suspensión del acto que dio origen al reclamo. 


De la solicitud se corre traslado por el término de un día, tramitando el pedido como incidente en cuerda separada, sin intervención del Ministerio Público. Con la contestación expresa o ficta el Juez o la Corte Superior resolverá, dentro del plazo de dos días, bajo responsabilidad. La resolución que dicta el Juez, o, en su caso, la Corte, será recurrible en doble efecto ante la instancia superior, la que resolverá en el plazo de tres días de elevados los autos, bajo responsabilidad". 


 "Si la solicitud está referida a actos que generan o pueden provocar daños al ambiente, sus ecosistemas, o sus componentes esenciales, la resolución que ordene la suspensión de los mismos sólo será apelable en efecto devolutivo. 


En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el juez podrá disponer la suspensión de los actos que se estén produciendo como consecuencia de la omisión de otros de cumplimiento obligatorio, aún cuando la demanda sólo se refiera a este último supuesto" (*) (**) 

(*) Texto vigente según el Artículo 1 de la Ley Nº 25011 publicado el 08.02.89 

(**) Párrafo incorporado por el Artículo 139 del Decreto Legislativo Nº 613 publicado el 08-09-90 

(*) Artículo modificado por el  Artículo 31 de la Ley Nº 25398, publicado el 09-02-92, cuyo texto es el siguiente: 


"Artículo 31.- A solicitud de parte y en cualquier etapa del proceso, por cuenta, costo y riesgo del solicitante, el juez podrá disponer la suspensión del acto que dio origen al reclamo. 


La resolución  que dicte el juez, o en su caso, la Corte será recurrible en un solo efecto, conservando su eficacia la medida que dispone la suspensión del acto violatorio o la amenaza, en tanto no sea revocada." (*) 

(*) Artículo modificado por el Artículo 1 del Decreto Ley Nº 25433, publicado el 17-04-92, cuyo texto es el siguiente: 


"Artículo 31.- A solicitud de parte, en cualquier etapa del proceso y siempre que sea evidente la inminente amenaza de agravio o violación de un derecho constitucional, por cuenta, costo y riego del solicitante, el Juez podrá disponer la suspensión del acto que dio origen al reclamo. 


De la solicitud se corre traslado por el término de un día, tramitando el pedido como incidente en cuerda separada, con intervención del Ministerio Público. Con la contestación expresa o ficta el Juez o la Corte Superior resolverá dentro del plazo de dos días, bajo responsabilidad. La resolución que dicta el Juez o en su caso, la Corte será recurrible en doble efecto ante la instancia superior, la que resolverá en el plazo de tres días de elevados los autos, bajo responsabilidad. 


La medida de suspensión decretada no implica la ejecución de lo que es materia del fondo mismo de la acción de amparo". 


Artículo 32.- Plazo para expedir sentencia 


Con contestación de la demanda o sin ella, el Juez resolverá la causa dentro de los tres días de vencido el  término  para la contestación, bajo responsabilidad. 


Artículo 33.- Recurso de Apelación 


La resolución del Juez de Primera Instancia es apelable por cualquiera de las partes, dentro del tercero día. 

El expediente deberá ser elevado a la Corte Superior dentro del tercero día de interpuesta la apelación. 


Artículo 34.-Trámite del recurso de apelación 


Recibido el expediente por la Corte Superior se notificará a las partes y al Fiscal Superior en lo Civil, dentro del tercero día, para la respectiva expresión de agravios y dictamen y, en su caso, para el informe oral correspondiente. No deberá ser mayor de veinte días el plazo para la resolución, contados desde la recepción del expediente, bajo responsabilidad. 


Artículo 35.- Recurso de Nulidad 


Contra la resolución de la Corte Superior se puede interponer recurso de nulidad, dentro de los tres días de pronunciada la resolución. Dicho recurso será concedido de inmediato y el expediente elevado enseguida a la Corte Suprema. 


Artículo 36.-Trámite del recurso de nulidad 


Elevados los autos a la Corte Suprema, se seguirá el mismo trámite y se observará los mismos plazos que los fijados para la Corte Superior. 


Artículo 37.- Plazo de caducidad de la acción de Amparo 


El ejercicio de la acción de Amparo caduca a los sesenta días hábiles de producida la afectación, siempre que el interesado, en aquella fecha, se hubiese hallado en la posibilidad de interponer la acción. Si en dicha fecha ésto no hubiese sido posible, el plazo se computará desde el momento de la remoción del impedimento. 

TITULO IV 

DE LA SUSPENSION DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES 


Artículo 38.- (*) 


"No proceden las acciones de Habeas Corpus y Amparo respecto de las garantías y derechos señalados especificamente en el artículo 231 de la Constitución Política, durante el tiempo de su suspensión" 

 (*) Nota: Confrontar con el artículo 200º in fine de la Constitución de 1993 

 TITULO V 

DE LA JURISDICCION INTERNACIONAL 


Artículo 39.- Competencia internacional en materia de acciones de garantía 


Para los efectos de lo establecido en el artículo 205 de la Constitución, los organismos jurisdiccionales internacionales a que puede recurrir quien se considere lesionado en los derechos que la Constitución reconoce son el Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos y aquellos otros que se constituyan en el futuro y que sean aprobados por tratados que obliguen al Perú y que tengan la categoría a que se refiere el artículo 105º de la Constitución.(*) 

(*)  Cfr. arts. 56 y 205 de la Const. de 1993 


Artículo 40.-Ejecución de resoluciones expedidas por Organismos Internacionales 


La resolución del organismo internacional a cuya jurisdicción obligatoria se halle sometido el Estado peruano, no requiere para su validez y eficacia de reconocimiento, revisión ni examen previo alguno. La Corte Suprema de Justicia de la República recepcionará las resoluciones emitidas por el organismo internacional, y dispondrá su ejecución y cumplimiento de conformidad con las normas y procedimientos internos vigentes sobre ejecución de sentencias. 


Artículo 41.-Obligación de la Corte Suprema frente a los Organismos Internacionales 


Es obligación de la Corte Suprema de Justicia de la República, el cumplir con remitir a los organismos a que se refiere el artículo 39º, la legislación, las resoluciones y demás documentos actuados en el proceso o los procesos que originaron la petición, así como todo otro elemento que a juicio del organismo internacional fuere necesario para su ilustración o para mejor resolver el asunto sometido a su competencia. 

TITULO VI 

DISPOSICIONES DIVERSAS 

 CAPITULO I 

DISPOSICIONES FINALES 

 
Artículo 42.-Obligatoriedad de publicación de las resoluciones finales 


Todas las resoluciones finales recaídas en las acciones de Hábeas Corpus y Amparo, una vez que queden consentidas y ejecutoriadas, serán publicadas obligatoriamente dentro de los quince días siguientes, en el Diario Oficial "El Peruano". (*) 

 (*) Artículo modificado por el Artículo Único de la Ley N° 27959, publicado el 08-05-2003, cuyo texto es el siguiente; 

 
"Artículo 42.- Las resoluciones finales recaídas en las acciones de Hábeas Corpus y Amparo, cuando queden consentidas o ejecutoriadas, serán publicadas en la página web del Diario Oficial El Peruano o del Tribunal Constitucional, en el caso que la expida este último. 

 
Las resoluciones que a criterio del Tribunal Constitucional tengan relevancia jurisprudencial serán publicadas además, en forma obligatoria y dentro de los quince (15) días siguientes en el Diario Oficial El Peruano." 

 
Artículo 43.-Recurso de exceso de poder 


El instrumento procesal contemplado en el artículo 1º del Decreto Ley 20554, se denominará «Recurso de Exceso de Poder» y continuará tramitándose conforme lo establece dicho Decreto Ley. La nueva Ley Orgánica del Poder Judicial contemplará la nueva denominación de este recurso. 

 
Artículo 44.-Difusión y enseñanza de la Constitución y Derechos Humanos 


A fin de dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 22 de la Constitución, se establece los siguiente:(*) 

 
1) El Ministerio de Educación, en coordinación con las Universidades, establecerá en todos los niveles y modalidades, cursos dedicados a la enseñanza de la Constitución y de los Derechos Humanos; 

 
2) Los Ministerios de Guerra, de Marina, de Aeronáutica y el del Interior, dispondrán que los centros de enseñanza de las Fuerzas Armadas y Fuerzas Policiales, en todos los niveles, cumplan con el citado mandato constitucional; y 

 
3) El Ministerio de Justicia queda encargado de la labor de publicación, difusión y auspicio de la Constitución Política del Perú y textos básicos conexos. Editará y patrocinará estudios, publicaciones, textos, jurisprudencia y legislación constitucionales. 

 (*) Cfr. art 14, tercer párrafo de la Const. de 1993 

 
Artículo 45.-Disposición derogatoria 


Deróganse los artículos 349º al 359º del Código de Procedimientos Penales; el artículo 8º de la Ley Nº 4891; el artículo 4º del Decreto Ley 11004; el Decreto Ley Nº 17083; el artículo 25º del Decreto Ley 17537; el Decreto Ley 17998, quedando de nuevo vigente el artículo 7º de la Ley 4145; el Decreto Ley 18158; el último párrafo del artículo 71º del Decreto Ley 22095; el inciso 8 del artículo 89º del Decreto Legislativo Nº 52, y todas las demás normas que entorpezcan o imposibiliten las acciones de Hábeas Corpus y Amparo, así como las que se opongan a la presente ley. 

 
Déjase sin efecto el Decreto Supremo Nº 171-90-PCM, publicado el 23 de diciembre de 1990.(*) 

 (*) Párrafo agregado según lo dispuesto en el Artículo 1 de la Ley 25315, publicada el 23-04-91 

 
Artículo 46.- (*) 


(Artículo derogado por el Código Penal 1991) 

 
Artículo 47.-Vigencia de la ley de Hábeas Corpus y Amparo 


La presente ley entrará en vigencia al décimo sexto día de su publicación en el Diario Oficial «El Peruano». 

 CAPITULO II 

DISPOSICION TRANSITORIA 

 
Artículo 48.- Adecuación de las acciones de garantía en trámite 


Las acciones de Hábeas Corpus y de Amparo en actual trámite, se adecuarán, en el estado en que se encuentren, a las disposiciones de la presente ley. 

 
Comuníquese al Presidente de la República para su promulgación. 

 
Casa del Congreso, en Lima, a los siete días del mes de Diciembre de mil novecientos ochenta y dos. 

 
SANDRO MARIATEGUI CHIAPPE, 


Presidente del Senado. 

 
VALENTIN PANIAGUA CORAZAO, 


Presidente de la Cámara de Diputados. 

 
PEDRO DEL CASTILLO BARDALEZ, 


Senador Secretario. 

 
HUMBERTO CASTRO RIVAS, 


Diputado Secretario. 

 
Al señor Presidente Constitucional de la República. 

 
POR TANTO: 

 
Mando se publique y cumpla. 

 
Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los siete días del mes de Diciembre de mil novecientos ochentidós. 

 
FERNANDO BALAUNDE TERRY, 


Presidente Constitucional de la República. 

 
ARMANDO BUENDIA GUTIERREZ, 


Ministro de Justicia. 

Decreto Supremo que prorroga encargo específico 
de la Comisión de la Verdad y Reconciliación

Decreto Supremo
Nº 063-2003-PCM

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

CONSIDERANDO:

Que, mediante Decreto Supremo Nº 065-2001-PCM modificado por Decreto Supremo Nº 101-2001-PCM, se creó la Comisión de la Verdad y Reconciliación con el encargo de esclarecer el proceso, los hechos y responsabilidades de la violencia terrorista y de la violación de los derechos humanos producidos desde mayo de 1980 hasta noviembre de 2000, imputables tanto a las organizaciones terroristas como a los agentes del Estado, así como proponer iniciativas destinadas a afirmar la paz y la concordia entre los peruanos, propendiendo a la reconciliación nacional;

Que, la Comisión de la Verdad y Reconciliación inició su funcionamiento a partir de su instalación, el 13 de julio de 2001, contando con un plazo de vigencia de dieciocho (18) meses prorrogables por cinco (5) meses adicionales;

Que, mediante Decreto Supremo Nº 063-2002-PCM se prorrogó el plazo de funcionamiento de la Comisión hasta el 13 de julio de 2003, fecha en que tendrá que presentar su informe final, conclusiones finales y propuestas;

Que, a inicios de su trabajo de investigación y en concordancia con lo dispuesto por los literales a) y d) del artículo 6 del Decreto Supremo Nº 065-2001-PCM, la Comisión de la Verdad y Reconciliación se propuso como meta la recopilación de doce mil (12 000) testimonios sobre casos y violaciones a los derechos humanos en un plazo que se iniciaría en enero de 2002 y culminaría a finales de diciembre de 2002;

Que, no obstante ello, ante la demanda de la población por dar su testimonio, la Comisión de la Verdad y Reconciliación se vio obligada a ampliar el plazo para la toma de testimonios en dos (2) meses adicionales, siendo que al 28 de febrero de 2003 se registraron dieciséis mil ochocientos setenta y nueve (16 879) testimonios, cantidad que superó en un cuarenta y uno por ciento (41%) la meta inicialmente fijada;

Que, a fin de aprovechar el valor de la información contenida en los testimonios, éstos deben ser procesados, lo que implica la identificación y registro en la base de datos de declarantes, testigos, víctimas y presuntos responsables de crímenes y violaciones a los derechos humanos, la reconstrucción de los hechos de violencia, crímenes y violaciones en los que los testigos se vieron involucrados, así como el cruce de la información recopilada; este cruce permite depurar duplicaciones, contar con mayores fuentes y certeza de los hechos reconstruidos, así como su confrontación con otras fuentes;

Que, en tal sentido, resulta necesario extender el plazo de vigencia conferido, con el propósito de culminar con la labor de procesamiento de los testimonios obtenidos, información que será incluida en el Informe Final, y realizar las acciones tendientes a su publicación y difusión;

Que, según los avances realizados, el Informe Final podrá ser presentado en el mes de agosto de 2003;

Que, la ampliación del plazo de vigencia de la Comisión no irrogará gasto adicional al Tesoro Público;

De conformidad con el inciso 24) del artículo 118 de la Constitución Política del Perú y el Decreto Legislativo Nº 560 - Ley del Poder Ejecutivo;

Con el voto aprobatorio del Consejo de Ministros;

DECRETA:

Artículo 1.- Del Objeto

Prorróguese hasta el 31 de agosto de 2003 el plazo de vigencia de la Comisión de la Verdad y Reconciliación.

Artículo 2.- De la labor de la Comisión
Durante el período adicional a que se refiere el artículo anterior, la Comisión de la Verdad y Reconciliación culminará con la labor de procesamiento de los testimonios obtenidos, información que será incluida en el Informe Final, y organizará las actividades pertinentes para su inmediata publicación y difusión. Estas labores no irrogarán gasto adicional al Tesoro Público.

Artículo 3.- De la labor de los Comisionados
Mientras culminen las labores de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, los servicios que presten los comisionados, desde el 14 de julio hasta el 31 de agosto de 2003, serán ad-honorem.
Artículo 4.- De la presentación del Informe Final

El Informe Final de la Comisión de la Verdad y Reconciliación será presentado al Presidente de la República y a los titulares de los otros poderes del Estado el día 28 de agosto de 2003.
Artículo 5.- Del refrendo

El presente Decreto Supremo será refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, el Ministro de Defensa, el Ministro del Interior, el Ministro de Justicia y el Ministro de Relaciones Exteriores. 

Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, a los veinticinco días del mes de junio del año dos mil tres.

            ALEJANDRO TOLEDO 


   LUIS SOLARI DE LA FUENTE
Presidente Constitucional de la República 

Presidente del Consejo de Ministros

AURELIO E. LORET DE MOLA BÖHME 

ALBERTO M. SANABRIA ORTIZ
Ministro de Defensa





Ministro del Interior
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